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RESUMEN 

 

Objetivo: Establecer en qué medida el incumplimiento de sentencias ampliatorias del 

Tribunal Constitucional por el consejo nacional de la magistratura amparándose en 

su autonomía constitucional, vulneró el estado constitucional y democrático de 

derecho. Hipótesis: El incumplimiento de sentencias ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el consejo nacional de la magistratura amparándose en su 

autonomía constitucional, vulnero el estado constitucional y democrático de derecho, 

alterando el balance de poderes. Método: No experimental, de nivel explicativo. 

Enfoque: Epistemológico jurídico racionalista. Población: 32 juristas especializados 

en materia constitucional. Muestra: 30 juristas. Resultados: se ha comprobado el 

planteamiento hipotético inicial que el consejo nacional de la magistratura y ahora la 

Junta Nacional de Justicia, está obligado al cumplimiento irrestricto de las sentencias 

ampliatorias, en e marco de su autonomía. De esta manera se fortalece el balance y/o 

equilibrio de poderes. Conclusiones: El incumplimiento de sentencias ampliatorias 

dictadas por el Tribunal Constitucional en supuestos de vulneración a derechos 

fundamentales en los procesos de Ratificación, Acenso y Nombramiento a la 

magistratura, incumplidas por parte del consejo nacional de la magistratura, 

invocando su autonomía constitucional, vulneran el carácter de Estado 

Constitucional, Democrático, y de derecho alterando el equilibrio de los poderes.   

 

Palabras claves: Estado de Derecho, Sentencias ampliatorias, Equilibrio de Poder.   
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ABSTRACT 

 

Objective: To establish the extent to which the failure of the Constitutional Court to extend its 

sentences by the National Council of the Judiciary, based on its constitutional autonomy, 

violated the constitutional and democratic state of law. Hypothesis: The breach of sentences of 

the Constitutional Court by the national board of the magistracy protecting their constitutional 

autonomy, vulner the constitutional and democratic state of law, altering the balance of powers. 

Method: Not experimental, of explanatory level. Focus: Rationalist legal epistemology. 

Population: 32 jurists specialized in constitutional matters. Sample: 30 jurists. Results: the 

initial hypothetical approach has been verified that the national council of the magistracy and 

now the National Board of Justice, is obliged to the unrestricted fulfillment of the amplifying 

sentences, within the framework of its autonomy. In this way the balance and / or balance of 

powers is strengthened. Conclusions: Failure to comply with ancillary judgments issued by the 

Constitutional Court in cases of violation of fundamental rights in the processes of ratification, 

promotion and appointment to the judiciary, breached by the national council of the magistracy, 

invoking their constitutional autonomy, violate the character of Constitutional, Democratic 

State, and of law altering the balance of powers. 

 

Key words: State of Law, Sentences of expansion, Balance of Power. 
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INTRODUCCION 

 

Quizás podamos ilustrar de buena manera la comprensión previa del tema central 

de la presente investigación. El casi ya histórico conflicto entre el TC y el CNM en 

relación a determinados casos de ratificación y ascenso de magistrados. Como 

sabemos, ambos organismos públicos están revestidos de autonomía en el ejercicio de 

sus competencias. Sin embargo, el Tribunal Constitucional, es última instancia en 

materia de materia de garantías constitucionales. Es precisamente a través de procesos 

de amparo que este organismo ha tenido que resolver Falta de motivación de lo 

resuelto, etc.  

 

A modo de ejemplo, veamos recordemos que el Tribunal Constitucional emitió una 

sentencia que deja sin efecto la designación, por parte del Consejo Nacional de la 

Magistratura, de las fiscales supremas Zoraida Ávalos y Nora Miraval. La disputa gira 

en torno si es o no una potestad del TC o representa injerencia en las funciones de 

otro organismo del Estado. El TC exigió al CNM que en lugar de las mencionadas 

fiscales fuera colocado Mateo Castañeda, quien fue fiscal superior y tuvo a su cargo 

la investigación del caso de espionaje telefónico durante el gobierno de Alan 

García por parte de BTR. Además, fue abogado del exalcalde Luis Castañeda en el 

caso Comunicore. La plaza restante se completaría con César Hinostroza, juez 

superior del Callao que fue investigado en 2011 por el Ministerio Público por 

enriquecimiento ilícito. Tras las indagaciones del caso, se determinó que era inocente.  

El CNM rechazó la sentencia y denunciará a los tres magistrados del TC (Carlos 

http://www.tc.gob.pe/
http://www.cnm.gob.pe/webcnm/
http://www.cnm.gob.pe/webcnm/
http://laprensa.pe/buscar/alan%2Bgarc%C3%ADa
http://laprensa.pe/buscar/alan%2Bgarc%C3%ADa
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Mesía, Gerardo Eto y Ernesto Álvarez) que votaron a favor ante la Fiscalía de la 

Nación y la Subcomisión de Acusaciones Constitucionales del Congreso.  

 

El artículo 150 de la Carta Magma señala que el único organismo que puede 

nombrar fiscales es el Consejo Nacional de la Magistratura: “(Es función 

del CNM) Nombrar, previo concurso público de méritos y evaluación personal, a los 

jueces y fiscales de todos los niveles. Dichos nombramientos requieren el voto 

conforme de los dos tercios del número legal de sus miembros”, es decir, cinco de 

siete adhesiones. 

 

Para el exministro de Justicia Víctor García Toma, el TC cometió dos errores: el 

primero fue imponer al CNM que escoja entre los magistrados Hinostroza y 

Castañeda; el segundo, exigir la designación del segundo como fiscal supremo. “Hay 

una clara invasión de funciones. Aníbal Quiroga consideró que la resolución del TC 

es equívoca e irregular. “Nadie puede decirle a quién elegir, sino decirle que debe ir 

a votación, es decir, pueden obligarle a repetir un proceso, pero no cómo es que tengo 

que votar”. El constitucionalista Enrique Bernales consideró que el Tribunal 

Constitucional debe explicar también por qué solo tres de sus magistrados tomaron la 

decisión y no el organismo en pleno.  

 

Ciertamente, la discrepancia entre dichos organismos tiene larga data. En el 2010 

el CNM debía completar tres plazas. Quienes obtuvieron los puntajes más altos 

fueron cinco magistrados: César Hinostroza, Carlos Ramos Heredia, Mateo 

Castañeda, Pedro Angulo y Pedro Chávarry. En el 2011, el CNM designo a Ramos y 
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a Chávarry, quedando pendiente una tercera plaza. Los cuestionamientos de la prensa 

contra Castañeda e Hinostroza motivaron tal decisión. Debido a ello, ambos 

magistrados presentaron un recurso de agravio ante el Poder Judicial y luego ante el 

TC para que la elección se repita, pues aún quedaba una plaza disponible. Esta nueva 

elección fue en noviembre de 2012, pero ni Hinostroza ni Castañeda fueron 

considerados por el CNM. Quienes sí concursaron fueron las fiscales Ávalos y 

Miraval. La situación motivó a que el TC vuelva a pronunciarse en septiembre de 

2013, exigiendo que se escoja la plaza restante entre los magistrados que presentaron 

el recurso, pues el consejo nunca explicó por qué los excluyó del proceso.  El 

CNM suspendió el proceso y posteriormente volvió a convocarlo en el 2014. Pero el 

Poder Judicial determina que este se suspenda ante la queja de Hinostroza y 

Castañeda. El CNM no acata el mandato judicial y nombró a Ávalos como Fiscal 

Suprema y a Miraval como “fiscal en reserva”. Castañeda exigió que la decisión se 

declare nula. En abril del 2015, Ramos Heredia es nombrado fiscal de la Nación con 

los votos de Miraval y Ávalos. Días después, el TC declaró nulas las elecciones de 

estas magistradas y nombró a Castañeda como fiscal supremo. 

 

Bernales considera que el Consejo Nacional de la Magistratura se equivocó al 

nombrar a las fiscales Ávalos y Miraval, pese a las resoluciones del TC. “No se sabe 

qué criterio objetivo se utilizó para nombrar a las fiscales supremas…”, destacó el 

experto. A su juicio, este problema surge porque el Perú es un país que aún está 

aprendiendo a comportarse como una democracia constitucional. Ello no queda en 

evidencia solo en este caso, sino en fallos del Poder Judicial que el Congreso ha 

refutado, por ejemplo. “Todas las instituciones están sometidas a algún tipo del 

http://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/CorteSuprema/s_cortes_suprema_home/as_Inicio/
http://laprensa.pe/actualidad/noticia-carlos-ramos-heredia-fiscal-nacion-23798
http://laprensa.pe/actualidad/noticia-carlos-ramos-heredia-fiscal-nacion-23798
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control, ningún poder puede hacer lo que se le da la gana. El control entre órganos es 

fundamental”, refirió. García Toma acotó que el CNM no ha explicado de forma 

adecuada sus decisiones y que en el proceso de elección de fiscales supremos hubo 

vicios. “Se incumplió un mandato que ordenaba que se suspenda el proceso de 

elección que dio un juez constitucional…” 

 

En un comunicado oficial, el Ministerio Público llamó al TC y al CNM a resolver 

dentro del “respeto irrestricto de la Constitución y las leyes orgánicas de cada 

institución”. Además, respaldó las funciones de Ávalos y Miraval, cuyas “carreras 

profesionales y estabilidad laborales deben ser debida y adecuadamente cauteladas”. 
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CAPITULO I 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1.1  Descripción de la Realidad Problemática. 

 

La norma Constitucional Procesal, es decir El CODIGO PROCESAL 

CONSTITUCIONAL, como norma máxima de defensa procesal de los derechos 

fundamentales, establece claramente, la manera o la forma como un JUEZ 

CONSTITUCIONAL debe de hacer respetar el ESTADO CONSTITUCIONAL en 

salvaguarda de un derecho vulnerado, garantizando de esta forma el ESTADO 

CONSTITUCIONAL DE DERECHO, para ello en su artículo 59 sanciona que, en caso de 

renuencia de un funcionario público de cumplir una sentencia constitucional, el 

TRIBUNAL MÁXIMO CONSTITUCIONAL puede en vía de SETENCIA 

AMPLIATORIA, ordenarle al juez de inferior jerarquía, es decir al juez constitucional de 

primera instancia que inicio el trámite,  cumpla con lo ordenado en vía de SUSTITUCION 

del funcionario que omite el cumplimiento, con la única intensión de regular la situación 

injusta conforme la decisión de la sentencia, para así fortalecer el estado constitucional 

peruano. 

 

Pero, ¿qué es lo que sucede en nuestra realidad? Sucede que en  muchas 

oportunidades los jueces no cumplen con la resolución ordenada, así como también la 

instancia superior no aplica lo establecido en el artículo 59 del CODIGO PROCESAL 

CONSTITUCIONAL, aduciendo que no puede invadir competencias de otros estamentos 

que gozan de autonomía constitucional, cuyo sustento según aquellos, es más que suficiente 



16 

 

para no poder cumplir y hacer cumplir lo que la norma establece,  de lo contrario se 

consideraría ello una invasión de poderes, y lo que es peor, DEJAN DE APLICAR LA 

NORMA DESPROTEGIENDO LOS DERECHOS FUNDAMENTALES de los litigantes 

que solo buscan el reconocimiento de un derecho en mérito al ESTADO  

CONSTITUCIONAL QUE VIVIMOS, y así de esta manera no regular la situación injusta, 

por lo tanto debilitando el mismo estado constitucional, lo que conlleva finalmente a 

desconfiar de la justicia constitucional, hecho que es  alarmante.  

 

Un caso sobre el fortalecimiento o debilidad del estado constitucional es el del 

FISCAL MATEO CASTAÑEDA, quien se presentó a un concurso público de 

MAGISTRADOS a efecto de ocupar el cargo de FISCAL SUPREMO, éste después de 

haber aprobado el examen escrito y sobre todo pasado la valla curricular, fue descalificado 

en la parte final es decir en la entrevista personal, situación que obligo al abogado a 

presentar la acción de garantías constitucionales correspondiente, ordenándose a través del 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL que el CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA, sustente el porqué de la no aprobación, hecho que se cumplió 

subjetivamente a través del juez constitucional inferior, quien da por cumplido el mandato 

de sustentación del no nombramiento, situación que conllevo a la correspondiente apelación  

por salto, remitiéndose los actuados nuevamente ante el TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL, quien finalmente en aplicación del artículo 59 del CODIGO 

PROCESAL CONSTITUCIONAL, procede a nombrarlo por la vía de la sustitución. 

Posteriormente a ello con la conformación del nuevo TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, 

se deja sin efecto todo, utilizando la figura de la cosa juzgada, al haberse considerado que 

el juez constitucional primigenio había dado por cumplido el mandato. Cabe resaltar que el 
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procurador del CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA interpuso recurso de 

reconsideración, el cual, el nuevo tribunal lo considero como NULIDAD y procedió a lo ya 

referido (anular la resolución del anterior tribunal).   

 

 Es decir, el problema se refleja en que si el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

puede o no puede sustituir al CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA para el 

nombramiento de MAGISTRADOS vía PODER JUDICIAL (JUEZ DE GARANTIAS 

CONSTITUCIONALES), en caso de la renuencia al nombramiento de un magistrado en 

arras del fortalecimiento constitucional y reconocimiento de su derecho fundamental 

vulnerado. Por ello nos preguntamos lo siguiente. ¿La autonomía de los órganos 

constitucionales garantiza los derechos fundamentales y el estado constitucional peruano? 

¿El CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA al incumplir las sentencias 

ampliatorias o sustitutorias vulnera el estado constitucional? ¿Las sentencias ampliatorias, 

fortalecen el estado constitucional peruano? ¿La inaplicación de las sentencias ampliatorias 

vulneran el estado constitucional peruano? Ello lo vamos dilucidar en el presente trabajo de 

investigación.  

 

 La norma constitucional establece claramente que cuando un funcionario público 

es renuente a cumplir una orden del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, éste puede 

ordenarle al JUEZ CONSTITUCIONAL de menor jerarquía que sustituya al funcionario 

rebelde a efecto de que regule la situación injusta creada y así dar cumplimiento a lo que ha 

resuelto como organismo máximo cuya función es la de garantizar la NO vulneración de un 

derecho reconocido por la CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO PERUANO. 
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Cuando se trata de cumplir una orden constitucional podría haber un choque de 

trenes, cuando de por medio se producen aparentes invasiones de competencias con relación 

a diversos estamentos del estado cuya  autonomía reconoce la CONSTITUCIÓN, claro está 

con las incidencias que ello implica con respecto al fortalecimiento del estado 

constitucional, conllevando esto a analizar si es que  las facultades interpretativas y 

resolutivas del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL , deben ser restringidas a un ámbito 

determinado en los proceso de control de autonomía, lo que de materializarse, incidiría de 

modo directo sobre las atribuciones interpretativas constitucionales con respecto a  otras 

instituciones protegidas y reguladas  por la constitución.    

 

Cuando una institución reconocida constitucionalmente defiende su autonomía, 

entonces entramos al campo de que si las actuaciones de ésta garantizan verdaderamente 

un estado constitucional, por ello el artículo 59 del CODIGO PROCESAL 

CONSTITUCIONAL permite una actuación denominada sentencia ampliatoria la cual 

determinaría que la omisión o incumplimiento exigida por resolución anterior y omitida 

deberá de ampliarse a efecto de justamente reconocer el derecho vulnerado, es decir si el 

funcionario correspondiente hace caso omiso a lo que una orden determina, entonces en vía 

de instancia y con la anuencia de la CONSTITUCION amplía la misma y da cumplimiento 

a lo que se ha establecido, con la única intención de respetar el derecho de un individuo, 

pero cuando existen instituciones que reclaman autonomía constitucional y que por lo tanto 

las resoluciones ampliatorias son intromisiones, entonces el Estado constitucional de 

derecho sufre una descompensación, en perjuicio del que reclama su derecho, lo que en 

definitiva no certifica un verdadero ESTADO CONSTITUCONAL NI MUCHO MENOS 

GARANTIZA LA FUNCION CONSTITUCONAL EN VIA DE AMPLIACION.     
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 Cuando se acude a un juez constitucional es para que se le reconozca un  derecho 

fundamental, todo ello en estricta aplicación de la CONSTITUCION POLITICA DEL 

ESTADO PERUANO, sin embargo, más allá de invasiones de poderes en caso de 

autonomías de instituciones del estado, cuando se trata de la lesión de un derecho 

fundamental el juez constitucional debe de garantizar lo que la norma cúspide determina 

con respecto a la parte que lo exige, de lo contrario las facultades constitucionales de un 

órgano jurisdiccional no cumplirían su fin,  lo peor de todo es que al no ser así, la persona 

humana frente a la exigencia de un reconocimiento constitucional estaría totalmente 

desprotegida, ni mucho menos se ratificaría el ESTADO CONSTITUCIONAL por ende la 

función o competencia del juez seria estéril frente a la pretendida protección de los derechos 

fundamentales.     
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1.2 Formulación del Problema. 

 

1.2.1 Problema General. 

 

PG: ¿En qué medida el incumplimiento de sentencias ampliatorias por el consejo 

nacional de la magistratura amparándose en su autonomía constitucional, 

vulnerarían el estado constitucional y democrático de derecho? 

 

1.2.2    Problemas Específicos. 

 

PE1: ¿En qué medida el cumplimiento de sentencia ampliatorias por el consejo 

nacional de la magistratura fortalecería el estado constitucional y democrático 

de derecho y el balance de poderes? 

  

PE2: ¿En qué medida el Consejo Nacional de la Magistratura amparándose en su 

autonomía constitucional está obligado a cumplir las sentencias ampliatorias? 

 

1.3 Objetivos de la Investigación. 

 

1.3.1 Objetivo General. 

OG:  Establecer en qué medida el incumplimiento de sentencias ampliatorias por el 

consejo nacional de la magistratura amparándose en su autonomía 

constitucional, vulnerarían el estado constitucional y democrático de derecho. 
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1.3.2 Objetivos Específicos. 

 

OE1: Determinar en qué medida El Consejo Nacional de la Magistratura 

amparándose en su autonomía constitucional está obligado a cumplir las 

sentencias ampliatorias.  

OE2: Determinar en qué medida el cumplimiento de sentencia ampliatorias por el 

consejo nacional de la magistratura fortalecerían el estado constitucional y 

democrático de derecho y el balance de poderes. 

 

1.4   Justificación. 

 

El Tema de investigación se justifica en la medida que las normas legales y 

procesales, son de estricto cumplimiento no solo por el hecho de ser tales, sino porque a 

través de estas se aseguran o se garantizan los derechos de todo aquel ser humano que 

acude al órgano jurisdiccional con la finalidad de exigir el reconocimiento de un derecho 

por habérsele vulnerado, y que finalmente conllevaría esto a la aplicación no solo de la 

tutela jurisdiccional efectiva sino que además consolidaría la correspondiente seguridad 

jurídica, institución fundamental para garantizar el estado de derecho constitucional que 

todo gobierno debe ejercer sobre nosotros.  

 

Pero cuando no se cumple lo imperativo de la ley, entonces en definitiva las 

personas o seres humanos que buscan garantías constitucionales ante el órgano 
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correspondiente estarían desprotegidos, eso quiere decir que no se configuraría la 

constitucionalidad del estado como institución protectora de los derechos fundamentales.   

 

 El artículo 59 del CODIGO PROCESAL CONSTITUCIONAL, establece 

claramente que, cuando un funcionario público es renuente al no cumplimiento de una 

resolución judicial, el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL puede en vía de sentencia 

ampliatoria sustituir al funcionario y ordenar el cumplimento de la resolución, un ejemplo 

fue el caso del FISCAL MATEO CASTAÑEDA, quien más allá de haber postulado para 

ocupar el cargo de FISCAL SUPREMO, tuvo calificaciones altas, pero sin embargo, a 

través de la última etapa del concurso , es decir en la entrevista personal, cuyo acto es 

subjetivo, se le descalifico por no haber convencido desde el punto de vista legal a los 

CONSEJEROS, quienes muchos de ellos no son abogados ni tienen formación legal, y 

por ende resolvieron por mayoría, no nombrarlo, a consecuencia de ello se interpuso la 

correspondiente acción de amparo para posteriormente en segunda instancia el 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL resolver que el juez constitucional inferior exija al 

CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA que sustente su decisión, hecho que 

no ocurrió al entender el SEÑOR MATEO CASTAÑEDA y del  TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL, por lo que procedió al nombramiento, según la aplicación del 

artículo 59 del CODIGO PROCESAL CIVIL, pero sin embargo, posterior a ello el 

NUEVO TRIBUNAL CONSTITUCIOINAL ANULO TODO LO ACTUADO Y DEJO 

SIN EFECTO EL NOMBRAMIENTO DE MATEO CASTAÑEDA, dejando expresa 

constancia que el CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA tiene autonomía y 

por lo tanto no se podrían invadir las facultades.  
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Realmente es sorprendente como una institución máxima constitucional como es 

el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL se sometió al CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA, porque cuando se vulnera un derecho fundamental, como ser en el 

presente caso, al proceso justo y equitativo sin dejar de ser objetivo , y frente a la renuencia 

de dar una explicación concreta y legal sobre el tema y sobre todo EN SALVAGUARDA 

DE LAS GARANTIAS CONSITUCIONALES DE TODO PERUANO, debe de aplicarse 

estrictamente la SENTENCIA AMPLIATORIA, justamente para que se sustituya la 

omisión del funcionario y regule la situación injusta conforme la decisión de la sentencia, 

y así de esta manera fortalecer el estado constitucional al cual todos los peruanos tenemos 

derecho, porque de lo contrario estaríamos desprotegidos y en definitiva se debilitaría el 

sistema constitucional perdiendo todo tipo de garantías sobre nuestro derechos 

fundamentales.           

    

 Por ello el presente trabajo se justifica en aras de la constitucionalidad del estado, 

quien garantiza el cumplimiento y reconocimiento de los derechos fundamentales y estos 

no se vean vulnerados por la inaplicación del artículo 59 del código procesal 

constitucional, quien determina que la sentencia ampliatoria en vía de sustitución es la 

única vía para poder garantizar lo antes referido, pero que lamentablemente en la 

actualidad no se da, debiéndose determinar que cualquier vulneración de un derecho 

fundamental está por encima de cualquier supuesta intromisión institucional, máxime si 

es que la norma procesal constitucional lo permite y no se cumple. 
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CAPITULO II 

MARCO TEÓRICO 

 

2.1  Antecedentes de la Investigación. 

 

Tejerina, S (2016) en su tesis titulada “Autonomía Constitucional del Consejo Nacional 

de la Magistratura, vulnera el Estado de Derecho, al Incumplir Sentencias Ampliatorias. 

Tacna 2014-2015.” Universidad Privada de Tacna. 

 

Desarrolla las siguientes conclusiones: 

 

- Que el incumplimiento de sentencias ampliatorias por el consejo nacional de la 

magistratura amparándose en su autonomía constitucional, vulneran directamente el 

estado constitucional y democrático de derecho.  

 

- Que el Consejo Nacional de la Magistratura está obligado a cumplir absolutamente 

las sentencias ampliatorias, puesto que el Tribunal Constitucional es la institución que 

se encarga de velar por el reconocimiento de los derechos, así como el del estado de 

derecho constitucional, lo que en definitiva permite un verdadero equilibrio de 

poderes, necesario e indispensable para el fortalecimiento de nuestro sistema 

democrático.  
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- Que, el cumplimiento de sentencia ampliatorias por el CONSEJO NACIONAL DE 

LA MAGISTRATURA fortalece el estado constitucional y democrático de derecho 

y el balance de poderes, proscribiendo las islas de poder las cuales de darse 

vulnerarias los derechos fundamentales.  

 

- Que las sentencias ampliatorias se convierten en el instrumento normativo procesal 

más importante en los procesos de garantías constitucionales, las que, en definitiva, 

en vía de sustitución, reparan el daño omitido, en salvaguarda de los derechos 

fundamentales. 

 

2.2 Bases teóricas. 

SUB CAPITULO I 

   EL CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA 

 

2.2.1. Breve referencia historia 

 

El gobierno militar encabezado por el General Juan Velasco Alvarado creó el 

Consejo Nacional de· Justicia, órgano que estaba compuesto por dos 

delegados del Poder Ejecutivo, dos del Congreso (cuyas funciones ejercía el 

propio Ejecutivo por tratarse de un gobierno de facto), dos delegados del 

Poder Judicial, uno de la Federación Nacional de Colegios de Abogados, uno 

del Colegio de Abogados de Lima y otros dos designados por las dos 

facultades de Derecho Nacionales más antiguas. El Consejo efectuaba la 

designación de magistrados, a partir de los candidatos propuestos por el Poder 
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Judicial, la Federación Nacional de Colegios de Abogados y el Colegio de 

Abogados respectivo; los candidatos eran sometidos a evaluación y entrevista 

personal.  

 

El Consejo Nacional de Justicia logró, posteriormente, ampliar algunas de sus 

atribuciones en la designación de magistrados, incluso -se sostiene- que el 

Consejo sólo elevaba al Ejecutivo la propuesta de un candidato para cada 

cargo, obteniendo siempre el nombramiento respectivo. Esta práctica se 

rompió en 1976, cuando el Gobierno descartó la propuesta del Consejo, 

nombrando como vocal de la Corte Suprema a otra persona, que no había 

participado en el concurso. El presidente y el vicepresidente del Consejo 

renunciaron. 

 

Posteriormente, la Constitución Política del Perú (1979) reguló, en el capítulo 

X del Título IV, la existencia, composición y funciones del Consejo Nacional 

de la Magistratura. Esta Carta sólo otorgaba competencia al Consejo en 

materia de formulación de propuestas para el nombramiento de los 

magistrados de la Corte Suprema y Cortes Superiores, cuya designación 

continuaba encomendada al presidente de la República. Este nombramiento 

presidencial de los magistrados de la Corte Suprema, quedaba sometido a la 

ratificación del Senado. Las propuestas para el nombramiento por el 

presidente de los magistrados de primera instancia y cargos inferiores, se 

encomendaba a los Consejos Distritales de la Magistratura. Se establecía que 
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las propuestas debían efectuarse previo concurso de méritos y evaluación 

personal de los candidatos. 

 

En cuanto a su composición, el Consejo Nacional de la Magistratura estaba 

integrado por siete miembros: El Fiscal de la Nación, quien lo presidía; dos 

representantes de la Corte Suprema, un representante de la Federación 

Nacional de Colegios de Abogados del Perú, otro del Colegio de Abogados 

de Lima, dos representantes de las Facultades de Derecho del país. El mandato 

de cada uno de ellos tenía una duración de tres años. Por su parte, los Consejos 

Distritales de la Magistratura estaban presididos por el Fiscal Decano del 

distrito e integrados por los dos magistrados más antiguos de la Corte y por 

dos representantes del Colegio de Abogados de la jurisdicción. (Constitución 

Política del Perú, 1979) 

 

Cabe anotar que las potestades de investigar la conducta funcional de los 

jueces y de imponer sanciones disciplinarias siguieron conferidas a la Corte 

Suprema y no al Consejo. No obstante, se estableció que el Consejo Nacional 

de la Magistratura reciba las denuncias que se presenten por la actuación de 

los vocales de la Corte Suprema, calificándolas y remitiéndolas al Fiscal, si 

hubiera presunción de la comisión de algún delito, o a la propia Corte 

Suprema, para la imposición de sanciones disciplinarias. (Eguiguren, 2015) 
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2.2.2. Balance a una década del CNM  

 

El 17 de octubre de 2013, en el anfiteatro Monseñor Manuel Dammert de 

nuestra Facultad de Derecho, se llevó a cabo la conferencia pública «Una 

década de reforma judicial en democracia. Balance y futuro del Consejo 

Nacional de la Magistratura», que contó con la asistencia y participación de 

jueces, fiscales, funcionarios, académicos, abogados y alumnos de derecho. 

En dicha conferencia, la Comisión presentó y debatió este documento, el cual 

recoge parte de los aportes críticos que se formularon en ese momento.  

 

En la literatura especializada es frecuente señalar que el modelo anterior de 

selección, nombramiento, evaluación, ratificación y destitución de jueces y 

fiscales se diferencia del modelo actual en la medida que el primero ostentaba 

un evidente componente político partidario en tanto que el vigente elimina -al 

menos formalmente- dicho componente. En el modelo anterior, el artículo 245 

de la Constitución de 1979 consagraba la participación del presidente de la 

República en el nombramiento directo de los magistrados, a propuesta de un 

Consejo Nacional de la Magistratura distinto al actual; mientras que al Senado 

le correspondía ratificar el nombramiento de los jueces de la Corte Suprema. 

 

Por su parte, en la Carta de 1979 la destitución de jueces estaba a cargo de la 

propia Corte Suprema; además, los vocales supremos estaban sujetos solo al 

control parlamentario propio de las altas autoridades. No existía la figura de 

la evaluación o ratificación, aunque la décimo segunda y décimo tercera 
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disposiciones generales y transitorias de la Constitución contemplaron un 

proceso excepcional y por única vez de ratificación de todos los jueces a cargo 

del Senado (en el caso de los supremos) y de la Corte Suprema (en el caso del 

resto de jueces). 

 

El diseño constitucional actual ha eliminado la intervención del presidente de 

la República y del Parlamento y, como ya hemos señalado, encarga las 

funciones de selección, nombramiento, evaluación, ratificación y destitución 

a un órgano constitucional autónomo, el CNM, compuesto por siete 

consejeros, designados por la Sala Plena de la Corte Suprema, la Junta de 

Fiscales Supremos y cinco representantes de organizaciones de la sociedad 

civil: universidades públicas y privadas, el Colegio de Abogados y otros 

colegios profesionales. El CNM no cuenta con consejeros designados por el 

Ejecutivo ni el Legislativo. 

 

En la selección y nombramiento de jueces y fiscales (art. 150 primer párrafo 

y 154.1 Const.), la función se despolitizó -al menos formalmente-, además se 

ha asignado a un ente diferente del Poder Judicial y del Ministerio Público. En 

otras palabras, no solo se la ha despolitizado formalmente, sino que además se 

ha externalizado en relación con ambas instituciones. 

 

En el caso de la ratificación de jueces y fiscales (artículo 154.2 de la 

Constitución) también se optó por un ente externo al Poder Judicial y 

Ministerio Público. Hay que precisar que el texto de la Carta de 1993 solo 
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habla de la función de ratificación y que son las normas de desarrollo 

constitucional (en especial, la Ley de la Carrera Judicial) las que han señalado 

que esta labor del CNM también supone la función de evaluación. 

 

Esta función de evaluación y ratificación de jueces y fiscales, de todos los 

niveles ha sido objeto de intenso debate cada siete años. Por un lado, hay 

quienes defienden esta función del CNM sosteniendo que es mejor tener una 

válvula de escape que permita periódicamente separar del cargo a magistrados 

muy cuestionados. Por otro lado, en cambio, hay quienes sostienen que la 

ratificación supone una espada de Damocles sobre la independencia y 

autonomía de jueces y fiscales, y que, por ende, debería eliminarse. 

 

También se ha sustentado una tercera posición, tal como se da cuenta en la 

síntesis que realizó de esta el profesor Ernesto de la Jara: «[...] hay un tercer 

sector que considera que la ratificación no debe continuar y que en su lugar 

debería haber una evaluación del desempeño de jueces y fiscales. Sobre esto 

último, la controversia está en si tal evaluación de desempeño debe estar a 

cargo de un órgano externo o interno al Poder Judicial y al Ministerio 

Público». 

 

En el caso de la destitución de jueces y fiscales (artículo 154.3 de la 

Constitución), el modelo actual es mixto en el sentido que el control disciplinario 

no se ha extraído por completo del Poder Judicial ni del Ministerio Público, sino 

que ha sido distribuido de la siguiente manera: 
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a) Por un lado, corresponde al CNM aplicar solo la máxima sanción de destitución, 

en tanto que a la Oficina de Control de la Magistratura y de Control Interno del 

Ministerio Publico les corresponde imponer las otras sanciones.  

b) Por otro lado, corresponde a la OCMA y Control Interno del Ministerio Publico 

iniciar las investigaciones disciplinarias de jueces y fiscales, y, de ser el caso, 

solicitar su destitución al CNM, en tanto es competencia de este último iniciar 

directamente la investigación disciplinaria solo en el caso de jueces y fiscales 

supremos. 

 

2.2.3. Breve balance al desempeño del CNM. 

      Selección y nombramiento.  

El grafico siguiente ilustra las etapas en selección y nombramiento, conforme a la 

constitucional actual y su desarrollo legal, hasta antes de su disolución: 
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Sin embargo, los nombramientos a veces se han dado a partir de las llamadas 

«listas de jueces en reserva», que es un mecanismo que la propia Ley de la 

Carrera Judicial contempla. En este caso, la elección ya no se hace siguiendo 

todas estas etapas, sino recurriendo directamente a estas listas, que se han 

conformado previamente con el procedimiento arriba descrito. Este mecanismo 

de nombramiento no se conoce lo suficiente y debería estar mejor y más 

transparentemente regulado. 

 

En perspectiva, hay que reconocer que los protocolos, los procedimientos y la 

objetividad de estos procedimientos de selección y nombramiento han 

progresado desde la recuperación de la democracia (fines del 2000) hasta la 

actualidad, sin que ello implique negar casos denunciados como actos de 

corrupción. A inicios de la década pasada, Pásara (2003), Villavicencio y Bazán 

(2004), y Esteban y Silva (2005) plantearon críticas a la idoneidad del sistema de 

selección y nombramiento por tratarse de un mecanismo que no se distanciaba 

totalmente del pasado, carecía de un perfil claro del magistrado que se buscaba, 

contaba con demasiado espacio para la arbitrariedad sobre todo en la entrevista 

y decisión del pleno para la selección, y, por el contrario, con escasos espacios 

para la participación ciudadana y la transparencia, entre otros cuestionamientos. 

 

Los problemas presentados no han ido superados por parte del CNM en su 

totalidad. La Comisión Especial para la Reforma Integral de la Administración 

de Justicia (CERIAJUS) -creada por Ley 28083 en el 2003- aprobó una propuesta 

de ley de bases de la carrera judicial y fiscal que, tiempo después, se convirtió en 
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la Ley de la Carrera Judicial (Ley 29277 del año 2008). Esta ley contempla un 

perfil de juez, fases mejor delineadas, mayores niveles de objetividad que 

reducen los espacios de discrecionalidad de los consejeros. Algunos artículos de 

esta Ley, referidos a la evaluación parcial de desempeño, fueron declarados 

inconstitucionales por el Tribunal Constitucional en el 2011 (STC 0019-2009-

PI/TC). 

 

Desde fines del 2000 al 2014 el CNM ha convocado más de 25 concursos para 

nombrar jueces y fiscales en todos los niveles y en todos los distritos judiciales 

del país, incluida la Corte Suprema, y se han nombrado aproximadamente a 

cuatro mil jueces y fiscales titulares. De ese modo, el CNM enfrentó la peligrosa 

situación de provisionalidad en la magistratura que en los noventa mantuvo 

niveles muy elevados. 

A pesar del alejamiento de la influencia del poder político en la designación y de 

los avances en cuanto a la especialización y el establecimiento de parámetros 

objetivos, el procedimiento de selección y nombramiento aún adolece de serios 

cuestionamientos y falencias, que son más visibles a nivel de la Corte Suprema 

y las Fiscalías Supremas. En nuestra opinión, estos problemas no responden tanto 

a fallas en el actual diseño institucional, sino a injerencias ilícitas que operan 

sobre el CNM y a la cuestionable actuación de algunos consejeros. 

 

Igualmente, ha habido problemas serios en los procesos de selección y 

nombramiento, como es el caso del examen escrito y la sospecha de filtración de 

las pruebas y de su evaluación o de tráfico de influencias. Recordemos que como 
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consecuencia del empañado concurso desarrollado entre el 2009 y el 2010 para 

nombrar fiscales supremos fue destituido un consejero por el Congreso de la 

República, habida cuenta que se descubrió una reunión entre este y un postulante; 

luego se habría acreditado un incremento patrimonial considerable del consejero 

durante los años que estuvo en el cargo. Finalmente, dicho concurso tuvo que 

anularlo el propio CNM. 

 

Por otro lado, preocupa que el CNM haya aceptado como válida la interpretación 

constitucional en virtud de la cual los candidatos a juez o fiscal supremo pueden 

considerar como años de ejercicio de la abogacía el tiempo de servicios como 

juez o fiscal, burlando así los requisitos claramente alternativos y no 

acumulativos establecidos por el artículo 147.4 de la Constitución: «Para ser 

magistrado de la Corte Suprema se requiere: […] Haber sido magistrado de la 

Corte Superior o Fiscal Superior durante diez años, o haber ejercido la abogacía 

o la cátedra universitaria en materia jurídica durante quince años». 

Lamentablemente, esta interpretación -que debería corregirse- no ha sido 

cuestionada por la mayoría del pleno del Tribunal Constitucional pese a que ha 

tenido la oportunidad de hacerlo. 

 

Asimismo, también preocupa que el Tribunal Constitucional haya abierto la 

puerta para una excesiva judicialización de estos concursos de selección y 

nombramiento. Sin desconocer el legítimo control constitucional que se debe 

ejercer sobre la actuación del CNM, en el 2012 el Tribunal Constitucional ordenó 
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al CNM no solo que fundamente mejor su decisión de no nombrar a un 

cuestionado candidato a fiscal supremo, sino que además dispuso que vuelva a 

votar tal decisión, abriendo así la posibilidad que lo nombren al obligar al CNM 

a votar -hasta en tres oportunidades- al mismo candidato. 

 

Para más detalle, el Tribunal Constitucional emitió dos nuevas sentencias 

(01034-2013-AA y 01044-2013-AA) sobre dos postulantes a fiscales supremos 

y, en una clara interferencia de funciones, ordenó al CNM que nombre a uno de 

los dos candidatos en el cargo a pesar de que el Consejo había evaluado a dichos 

abogados en reiteradas oportunidades y no había encontrado en ellos méritos 

suficientes para designarlos en el más alto nivel del Ministerio Público. 

 

Evaluación y ratificación 

Hubo un esfuerzo positivo en el procedimiento de evaluación y ratificación, la 

investigación que ahora hace el CNM en relación con el patrimonio del 

magistrado y su cónyuge con la finalidad de detectar desbalances patrimoniales 

que no pueda el magistrado. Algunas consideraciones siguientes expuestas en la 

resolución de no ratificación resulta oportuno mencionar: serias deficiencias en 

la producción jurisdiccional, gruesos errores en la calidad de sus sentencias o 

dictámenes, desbalance patrimonial no justificado, denuncias de violencia 

familiar, acoso sexual, incumplimiento de obligaciones alimentarias o que 

afecten el interés superior del niño, entre otros motivos. A inicios de la década 

pasada, el CNM no motivaba estas decisiones. Ello generó no solo sendas 
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demandas de amparo, sino también peticiones ante la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos (CIDH). A final, el Estado peruano suscribió un acuerdo 

de solución amistosa con aproximadamente un centenar de magistrados, en 

virtud del cual se comprometió a respetar las garantías del debido proceso en el 

procedimiento de evaluación y ratificación, lo cual supone, entre otros aspectos, 

la debida motivación de las resoluciones. 

 

Las deficiencias en la motivación de las resoluciones del CNM en los casos de 

no ratificación podría sintetizarse así: 

 

a) Ratificación no motivada en el 2000 y convalidación vía casos Almenara 

Bryson y Arellano Serquén. 

b) Incorporación de la motivación en el reglamento de ratificación del CNM. 

c) Variación de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (caso Álvarez 

Guillén) y exigencia de ratificación motivada. 

d) Evaluación permanente y evaluación parcial con la Ley de la Carrera 

Judicial. Poco tiempo después se dejó sin efecto con una sentencia del 

Tribunal Constitucional. 

 

Debía mejorarse los protocolos incorporándole criterios objetivos más seguros 

en la evaluación periódica del desempeño del magistrado. Pero, por la escasa 

coordinación entre los entes comprometidos el CNM tuvo deficiencia en esta 

tarea. Así, tomo relevancia la información disciplinaria. La intención de la parte 
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interesada es que la evaluación esté a cargo de ellos mismos y no del CNM, o sea 

autoevaluación.   

 

Destitución. A diferencia de las otras funciones confiadas al CNM, la función de 

destitución forma parte de un modelo constitucional mixto de control 

disciplinario a magistrados que ha mostrado algunas incoherencias y también ha 

motivado acusaciones mutuas entre las instituciones involucradas. Había una 

multiplicidad de órganos encargados del control disciplinario: 

 

• En el caso de jueces supremos, la competencia para destituciones 

corresponde al CNM. 

• La imposición de sanciones menores a jueces supremos corresponde a la 

Sala Plena de la Corte Suprema.  

• En el procedimiento disciplinario contra jueces de niveles menores 

podrían llegar a participar hasta cinco oficinas u órganos: Oficina 

Desconcentrada de Control de la Magistratura, la Oficina de Control de 

la Magistratura, presidente del Poder Judicial, CNM y el Consejo 

Ejecutivo del Poder Judicial. 

 

La dispersión de la potestad disciplinaria, obviamente, dificulta la adopción de 

sanciones integrales (Defensoría del Pueblo 2006: 84) y dificulta la 

responsabilidad de cada uno de estos órganos (Eguiguren 2002: 277). Es decir, 

esta dispersión genera descoordinación entre entidades. 
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Conflictos de competencia sancionadoras: CNM vs TC 

Esta descoordinación se manifiesta particularmente cuando se trata de sanción a 

jueces supremos que el CNM decidió no destituir, y el caso deriva a la Sala Plena 

de la Corte Suprema para que se le aplique una sanción menor. El CNM 

responsabilizo al Poder Judicial de no imponer sanciones menores (suspensión, 

multa, amonestación) a jueces a los que el CNM encontró responsabilidad 

disciplinaria, pero no suficiente para destituirlos. La Corte Suprema ha 

respondido que las decisiones del CNM no le resultan vinculantes. En otras 

oportunidades el Poder Judicial o el Ministerio Público han solicitado la 

destitución de jueces y fiscales, pero el CNM no los ha destituido, con el mismo 

argumento. 

 

Otra cuestión relevante es la respuesta disciplinaria en casos de corrupción. Son 

pocas las destituciones por esta causa. De acuerdo a un estudio, entre el 2003 y 

el 2007, del total de 50 destituciones solo seis tuvieron como razón explícita la 

corrupción (Bazán 2008: 68), en estos casos cuando la claridad y la contundencia 

de las pruebas eran irrefutables. Esto lleva a pensar que, en gran parte de los otros 

casos, en los que la corrupción no contaba con pruebas irrefutables, el CNM ha 

debido utilizar otras causales legales para destituir magistrados. 

 

Otra situación que llama la atención es que el Tribunal Constitucional a partir del 

2008 repuso a magistrados que fueron destituidos por el CNM (destituyo a todos 

los vocales de la sala constitucional, que afectando la “cosa juzgada” la misma 

sala reabrió el caso y cambiaron en sentido inverso lo ya resuelto). La empresa 
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BECOM debía a la SUNAT 80 millones de soles en impuestos. O el caso del juez 

Ramiro Eduardo De Valdivia Cano (EXP. N.O 08495-2006-PAITC, repuesto vía 

amparo, luego de la destitución del CNM. 

 

Por otra parte, hay casos disciplinarios en los que el CNM no ha actuado como 

era de esperarse. Ejemplo de ello son el proceso disciplinario del 2013 contra una 

sala de la Corte Suprema que rebajó las penas a los miembros del Grupo Colina 

y dejó en libertad a uno de ellos. El CNM decidió ni siquiera abrir procedimiento 

disciplinario contra tales magistrados. 

 

Participación de la sociedad civil en el CNM 

Como ya hemos señalado, en la Carta de 1993 se optó por la participación de la 

sociedad civil, universidades públicas y privadas, colegios de abogados y otros 

colegios profesionales, como alternativa para desterrar la ilícita injerencia 

político-partidaria en la designación de jueces y fiscales. Sin embargo, luego de 

casi dos décadas de funcionamiento del CNM, esta fórmula constitucional no 

solo no ha alejado la ilícita injerencia partidaria, sino que le ha sumado otra 

distorsión igual de grave: la ilícita influencia de redes de corrupción 

representadas, en ocasiones por estudios de abogados, como informan las ultimas 

noticias. Según estas noticias, las redes ilícitas inclusive han extendido su 

influencia a algunas facultades de Derecho y colegios profesionales. Muestra de 

ello es el mercado de títulos profesionales y grados académicos que se ha 

formado alrededor de los concursos de selección y nombramiento y de 

evaluación y ratificación. Gracias a dicho mercado, a ciertos candidatos o 
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magistrados les resulta demasiado sencillo obtener títulos y grados que los 

favorecen al momento de la evaluación curricular. A lo anterior se suma también 

un mercado ilegal de publicaciones que se ha formado alrededor de los concursos 

y procedimientos que convoca el CNM. De esta manera, algunos candidatos o 

magistrados pueden mostrar como suyas algunas publicaciones de dudosa 

calidad y procedencia a fin de elevar su calificación curricular.  En ese marco, 

consideramos que es indispensable evaluar y revisar la participación de la 

sociedad civil en el CNM.  

 

Finalmente, los representantes de la sociedad civil ante el CNM, una vez elegidos, 

no rinden cuenta de las decisiones que toman a pesar de que, en ocasiones, han 

cambiado sus votos sin justificación alguna en un mismo caso.  

 

 

    SUB CAPITULO II 

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y EL CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA: AUTONOMIA Y COMPETENCIAS 

 

2.2.4. Competencia y Autonomía del Tribunal Constitucional  

El Tribunal Constitucional,  o Corte Constitucional también denominado en otros 

Estados constitucionales, es un órgano especializado que tiene a su cargo, 

principalmente, hacer efectiva la primacía de la Constitución. Tiene la atribución de 

revisar la adecuación de las leyes, y eventualmente de los proyectos de ley y los 

http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Ley
http://es.wikipedia.org/wiki/Proyecto_de_ley
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decretos del poder ejecutivo, realizando un examen de constitucionalidad de tales 

actos. 

 

De acuerdo al modelo kelseniano, el Tribunal Constitucional actúa como un 

legislador negativo, pues carece de la facultad para crear leyes pero, en el caso de que 

entienda que una de las promulgadas vulnera lo dispuesto en la Constitución, tiene 

poder para expulsarla del ordenamiento jurídico, derogándola total o parcialmente. 

 

Teorías más recientes, sostienen que la tarea del Tribunal Constitucional es ejercer 

una función jurisdiccional, resolviendo conflictos de carácter constitucional, que 

puede incluir la revisión de la actuación del poder legislativo, la protección de los 

derechos fundamentales y la distribución de competencias entre los poderes 

constituidos. 

 

Algunos países siguen el modelo estadounidense de una Corte Suprema que interpreta 

la constitución y posee el control de constitucionalidad de las leyes, mientras que 

otros siguen el modelo austríaco de un Tribunal Constitucional como en el caso 

peruano, separado especializado. De todos modos, no es inusual, como en ciertos 

Estados iberoamericanos, que el control de constitucionalidad se encuentre 

compartido entre el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial. 

 

Función. El Tribunal Constitucional es el órgano supremo de interpretación y control 

de la constitucionalidad. Es autónomo e independiente de los demás constitucionales. 

Se encuentra sometido sólo a la Constitución y a su Ley Orgánica. Puede, por acuerdo 

http://es.wikipedia.org/wiki/Decreto
http://es.wikipedia.org/wiki/Poder_ejecutivo
http://es.wikipedia.org/wiki/Kelsen
http://es.wikipedia.org/wiki/Legislador_negativo
http://es.wikipedia.org/wiki/Ley
http://es.wikipedia.org/wiki/Promulgaci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Ordenamiento_jur%C3%ADdico
http://es.wikipedia.org/wiki/Jurisdicci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Poder_legislativo
http://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_fundamentales
http://es.wikipedia.org/wiki/Estados_Unidos
http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Ley
http://es.wikipedia.org/wiki/Austria
http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Constitucional
http://es.wikipedia.org/wiki/Estado
http://es.wikipedia.org/wiki/Iberoam%C3%A9rica
http://es.wikipedia.org/wiki/Tribunal_Constitucional
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mayoritario de sus miembros, tener sesiones descentralizadas en cualquier otro lugar 

de la República.  

 

Competencias:   

✓ Conocer, en instancia única, la acción de inconstitucionalidad  

✓ Conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones 

denegatorias de hábeas corpus, amparo, hábeas data y 

cumplimiento  

✓ Conocer los conflictos de competencia o de atribuciones asignadas 

por la Constitución, conforme a Ley  

✓ Resolver las quejas por denegatoria del recurso de agravio 

constitucional.  

 

El Tribunal puede dictar reglamentos para su propio funcionamiento, así 

como sobre el régimen de trabajo de su personal y servidores dentro del 

ámbito de la presente Ley. Dichos reglamentos, una vez aprobados por el 

pleno del Tribunal y autorizados por su Presidente, se publican en el Diario 

Oficial El Peruano.  

 

El quórum del Tribunal Constitucional es de siete de sus miembros. El 

Tribunal, en Sala Plena, resuelve y adopta acuerdos por mayoría simple de 

votos emitidos, salvo para resolver la inadmisibilidad de la demanda de 

inconstitucionalidad o para dictar sentencia que declare la 

inconstitucionalidad de una norma con rango de ley, casos en los que se 
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exigen cinco votos conformes. De no alcanzarse la mayoría calificada de 

cinco votos en favor de la inconstitucionalidad de la norma impugnada, el 

Tribunal dictará sentencia declarando infundada la demanda de 

inconstitucionalidad.   

 

En ningún caso el Tribunal Constitucional deja de resolver. Los 

magistrados son irrecusables, pero pueden abstenerse de conocer algún 

asunto cuando tengan interés directo o indirecto o por causal de decoro. 

Los magistrados tampoco pueden dejar de votar, debiendo hacerlo en favor 

o en contra en cada oportunidad. Los fundamentos de voto y los votos 

singulares se emiten juntamente con la sentencia, de conformidad a la ley 

especial.   

 

Para conocer, en última y definitiva instancia, las resoluciones denegatorias 

de los procesos de amparo, hábeas corpus, hábeas data y de cumplimiento, 

iniciadas ante los jueces ordinarios, el Tribunal está constituido por dos 

Salas, con tres miembros cada una. Las resoluciones requieren tres votos 

conformes.  

  

Magistrados. El Tribunal está integrado por siete miembros que ostentan 

el título de Magistrados del Tribunal Constitucional. Son designados por el 

Congreso de la República mediante resolución legislativa, con el voto de 

dos tercios del número legal de sus miembros.  
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Designación. Para la designación, el pleno del Congreso designa una 

Comisión Especial integrada por un mínimo de cinco y un máximo de 

nueve Congresistas, respetando en lo posible la proporción de cada grupo 

parlamentario en el Congreso, para encargarse de recibir propuestas y 

seleccionar a los candidatos individual por cédulas. Son elegidos el 

Magistrado o Magistrados, según el caso que obtengan la mayoría prevista 

por el último párrafo del artículo 201° de la Constitución Política. Si no se 

obtiene la mayoría requerida, se procede a una segunda votación. Si 

concluidos los cómputos, no se logra cubrir las plazas vacantes, la 

Comisión procede, en un plazo máximo de diez días naturales, a formular 

sucesivas propuestas, hasta que se realice la selección.  La designación para 

el cargo de Magistrado del Tribunal se hace por cinco años; no hay 

reelección inmediata. Los Magistrados del Tribunal continúan en el 

ejercicio de sus funciones hasta que hayan tomado posesión quienes han de 

sucederles.   

 

Requisitos para ser magistrado del Tribunal:  

• Ser peruano de nacimiento.  

• Ser ciudadano en ejercicio.  

• Ser mayor de cuarenta y cinco años.  

• Haber sido Magistrado de la Corte Suprema o Fiscal Superior durante 

diez años, o haber ejercido la abogacía o la cátedra universitaria en 

materia jurídica durante quince años.  
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Impedimentos. No pueden ser elegidos miembros del Tribunal:  

• Los Magistrados del Poder Judicial o del Ministerio Público que hayan 

sido objeto de separación o destitución por medida disciplinaria  

• Los abogados que han sido inhabilitados por sentencia judicial o por 

resolución del Congreso de la República  

• Los que han sido condenados o que se encuentran siendo procesados por 

delito doloso  

• Los que han sido declarados en estado de insolvencia o de quiebra  

• Los que han ejercido cargos políticos o de confianza en gobiernos de 

facto  

 

Funciones. La función del Magistrado del Tribunal es a dedicación 

exclusiva. Le está prohibido desempeñar cualquier otro cargo público o 

privado y ejercer cualquier profesión u oficio, a excepción de la docencia 

universitaria, siempre que no afecte el normal funcionamiento del Tribunal.  

 

Privilegios. Los Magistrados del Tribunal no están sujetos a mandato 

imperativo, ni reciben instrucciones de ninguna autoridad. Gozan de 

inviolabilidad. No responden por los votos u opiniones emitidas en el 

ejercicio de su cargo. También gozan de inmunidad. No pueden ser 

detenidos ni procesados sin autorización del pleno del Tribunal, salvo 

flagrante delito.  
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Presidente. Los Magistrados del Tribunal, en pleno y mediante votación 

secreta, eligen, entre sus miembros, al presidente.  El cargo de presidente 

del Tribunal dura dos años. Puede reelegirse sólo por un año más.  Por el 

mismo procedimiento se elige al vicepresidente, a quien corresponde 

sustituir al presidente en caso de ausencia temporal u otro impedimento. En 

caso de vacancia, el vicepresidente concluye el período del presidente; para 

este último caso, en defecto del vicepresidente, el Magistrado más antiguo 

en el cargo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad lo sustituye en 

caso de ausencia temporal u otro impedimento.  

 

2.2.5. La autonomía funcional y el principio de garantía institucional. 

La autonomía funcional del CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA 

se sustenta en el contenido del artículo 142º de la Constitución, aspectos que han 

sido objeto de constante análisis por parte del Tribunal Constitucional, por lo que 

haremos referencia a algunos pronunciamientos del Tribunal Constitucional 

sobre el particular.  

 

Que, en relación a la autonomía como garantía institucional, este Colegiado ya 

en la Sentencia CONSTITUCIONAL N. º 0012-1996-AI/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL señalaba que: “(...) la autonomía es capacidad de 

autogobierno para desenvolverse con libertad y discrecionalidad, pero sin dejar 

de pertenecer a una estructura general de la cual en todo momento se forma parte, 

y que está representada no sólo por el Estado sino por el ordenamiento jurídico 

que rige a éste”.  
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En ese sentido, en ningún extremo la sentencia de autos prohíbe la capacidad del 

CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA para autonormarse, ni 

mucho menos le impide que ejerza las funciones o atribuciones que la 

Constitución expresamente le reconoce; sin embargo, dentro de la propia 

autonomía e independencia que la Constitución también le reconoce al Tribunal 

Constitucional (artículo 201°), este Colegiado debe actuar en la protección de los 

derechos fundamentales reconocidos en ella y en los tratados internacionales, 

conforme a los procesos constitucionales previstos expresamente para tal efecto 

(artículo 200° de la Constitución).  

 

En relación a dicha autonomía funcional, el Tribunal Constitucional tuvo 

oportunidad de precisar en la Sentencia CONSTITUCIONAL N.º 02409-2002-

AA/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL (fundamento 2.b), que:  

  

“(…) cuando el artículo 142.° de la Constitución establece que no son 

revisables en sede judicial las resoluciones del Consejo Nacional de la 

Magistratura en materia de evaluación y ratificación de Jueces, 

limitación que no alcanza al Tribunal Constitucional por las razones 

antes mencionadas, el presupuesto de validez de dicha afirmación se 

sustenta en que las consabidas funciones que le han sido conferidas a 

dicho organismo sean ejercidas dentro de los límites y alcances que la 

Constitución le otorga, y no a otros distintos, que puedan convertirlo en 

un ente que opera fuera o al margen de la misma norma que le sirve de 
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sustento. En el fondo, no se trata de otra cosa sino de la misma teoría de 

los llamados poderes constituidos, que son aquellos que operan con plena 

autonomía dentro de sus funciones, pero sin que tal característica los 

convierta en entes autárquicos que desconocen o hasta contravienen lo 

que la misma Carta les impone. El Consejo Nacional de la Magistratura, 

como cualquier órgano del Estado, tiene límites en sus funciones, pues 

resulta indiscutible que estas no dejan en ningún momento de sujetarse a 

los lineamientos establecidos en la normal fundamental. Por 

consiguiente, sus resoluciones tienen validez constitucional en tanto las 

mismas no contravengan el conjunto de valores, principios y derechos 

fundamentales de la persona contenidos en la Constitución, lo que 

supone, a contrario sensu, que si ellas son ejercidas de una forma tal que 

desvirtúan el cuadro de principios y valores materiales o los derechos 

fundamentales que aquella reconoce, no existe ni puede existir ninguna 

razón que invalide o deslegitime el control constitucional señalado a 

favor de este Tribunal en los artículos 201.° y 202.° de nuestro texto 

fundamental”.  

 

Esta jurisprudencia del Tribunal Constitucional se ha repetido en varios otros 

casos en los que el CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA ha sido 

parte; baste por ello citar únicamente la Sentencia CONSTITUCIONAL N.º 

04446-2005-PA/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL (fundamento 4.b):   
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Que en tal sentido estos pronunciamientos son de conocimiento de la 

parte peticionante, la que a pesar de las reiteraciones de sus argumentos 

en innumerables resoluciones, pretende insistir directa o indirectamente 

en su tesis de que cualquier acto de revisión de sus resoluciones o la 

anulación de las mismas, cuando sea el caso, importa la afectación de su 

autonomía funcional, aun cuando su actuación sea contraria a los 

derechos constitucionales protegidos en la Constitución de la que derivan 

sus atribuciones y facultades.  

 

En otras palabras el CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA pretende sostener que el control constitucional 

solo es legítimo cuando la jurisprudencia del TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL le es favorable, puesto que ello importa 

reconocer que es un órgano constitucional independiente 

(artículo 150° de la Constitución) o que sus resoluciones en 

materia de evaluación y ratificación de jueces no son revisables 

en sede judicial (artículo 142° de la Constitución); sin embargo 

olvida el CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA que es 

labor del Tribunal Constitucional controlar a todos los poderes 

constituidos, incluido el CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA, cuando en el uso de sus funciones se excede en 

el ejercicio de las atribuciones que les confiere la Constitución. 

En ese sentido, como es de conocimiento público, ha 

correspondido que el Tribunal Constitucional se pronuncie no 
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solo en relación al ejercicio de las funciones y atribuciones de 

entidades como el Congreso de la República, el Poder Ejecutivo, 

el Poder Judicial, los gobiernos regionales y locales, sino también 

–tal como ha ocurrido en el caso de autos con el CONSEJO 

NACIONAL DE LA MAGISTRATURA respecto de las 

consecuencias derivadas de tal ejercicio. 

 

 

2.2.6. Sentencias del Tribunal Constitucional incumplidas  

 

Han sido en varias los casos donde el CNM fue renuente al cumplimiento de 

las sentencias del TC. Antes, habría que referir que las sentencias que menos 

se logran ejecutar son las que obligan a la Oficina de Normalización 

Provisional a (ONP) otorgar el aumento o regularización de los montos 

pensionarios a los jubilados o les brinden el acceso a la pensión a las personas 

que por motivos de edad o deficiencias físicas tienen este derecho. Se trata de 

sentencias estimatorias expedidas por el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, 

las mismas que no son ejecutadas por la falta de presupuesto de la ONP.      

 

También están las sentencias expedidas por el Tribunal Constitucional en 

materia de derecho al libre tránsito en los casos de las rejas que son utilizadas 

como medida de seguridad vecinal. Tenemos, por ejemplo, la sentencia 

recaída en el exp. N º 3482– 2005–HC/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, 

caso Luis Augusto Brain Delgado y otros, en la cual el TRIBUNAL 
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CONSTITUCIONAL declaró que vulneraba el derecho al libre tránsito, al ser 

un mecanismo de seguridad implementado de forma irracional y lesivo de los 

derechos constitucionales que reconoce el ordenamiento constitucional.      

 

Tampoco se cumplen por razones presupuestales las sentencias del 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL que mandan la reposición de sus cargos a 

los trabajadores públicos que fueron despedidos de forma arbitraria o 

fraudulenta, así como las que disponen el cumplimiento de resoluciones 

administrativas que otorgan plazas en la administración pública o cargos 

públicos.     

 

Incluso, existen instituciones que incumplen sentencias del TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL previo enfrentamiento y confrontación pública con éste, 

lo cual trae diversas consecuencias. Nos referimos al Jurado Nacional de 

Elecciones. Quizá uno de los que casos más connotados ha sido el Caso del 

FONAVI o las sentencias del JNE a reconocer y acatar la constitucionalidad 

del amparo electoral (Sent. N.º 2366–2003–AA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL), que abrió la posibilidad de revisar, excepcionalmente, 

las resoluciones del Jurado Nacional de Elecciones en sede la justica 

constitucional.  

 

Otro caso de incumplimiento muy sonado fue cuando algunos jueces primero 

y luego el Poder Judicial se negaron a acatar precedentes vinculantes 

relacionados con casinos y tragamonedas. El caso se dio cuando algunos 
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jueces se negaron a ejecutar las sentencias del TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL en lo referido a los casos de Casinos y Tragamonedas 

(Royal Gaming S. A. C. y Dirección Regional de Comercio Exterior y 

Turismo de Huancavelica y otros). Las cosas sucedieron de la siguiente forma: 

el MINCETUR regula casinos y tragamonedas, luego una empresa casino 

presenta un proceso de inconstitucionalidad contra estas leyes y el 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL declara que las normas del MINCETUR 

que regulan los casinos son constitucionales. Posteriormente, los casinos 

interponen amparos contra el MINCETUR y piden seguir funcionando en base 

a medidas cautelares en amparos, desconociendo la obligación de los 

tribunales y jueces ordinarios de no contradecir ni desvincularse de las 

sentencias del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, por cuanto contraviene el 

ordenamiento constitucional en su totalidad. Ante ello, el TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL recurre al precedente constitucional para obligar al 

cumplimiento de sus disposiciones, y aun así los jueces se negaron a acatar.    

 

De otro lado, otro caso de falta de ejecución de lo dispuesto en las sentencias 

del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, es el relacionado con el caso La 

Oroya. En este caso, el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL estableció que el 

Ministerio de Salud, tenía un plazo de 30 días para implementar un sistema de 

emergencia para atender a las personas contaminadas con plomo en la sangre 

en el caso de la ciudad de la Oroya, debiendo priorizar la atención médica 

especializada de niños y mujeres gestantes a efectos de su inmediata 

recuperación, bajo apercibimiento de aplicar las medidas coercitivas a que 
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hubiera lugar. Luego de 3 años de expedido este fallo, no ha sido hasta ahora 

cumplido.     

 

Otro grupo de sentencias del Tribunal Constitucional que no se cumplen son 

las referidas al fuero militar. En este caso, es el Congreso quien se resiste a 

cumplirlas. Se trata en términos generales de nueve sentencias que vienen 

siendo incumplidas de forma sistemática, 6 en procesos de 

inconstitucionalidad y 3 en procesos de hábeas corpus. Nos referimos a las 

siguientes: 0017–2003–AI/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 0023–2003–

AI/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 0004–2006 – AI/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL; 0006–2006– PI/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 

0012–2006–AI/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 8353–2006–

PHC/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 01605–2006 – PHC/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL; 00005–2007– PI/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL; 

y 01524–2007–PHC/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. Este 

desconocimiento ha sido tal que el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ha 

optado por anular los fallos del fuero militar seguidos al amparo de normas 

que el mismo ha cuestionado. En efecto, Carlos Mesía, cuando era Presidente 

del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, señaló en su oportunidad que “¿Esto 

qué significa? Que una acusación llevada a cabo por un fiscal que no es del 

Ministerio Público es nula, una sentencia que es llevada a cabo por un juez de 

la justicia militar pero que es un militar en actividad, es nula porque no es juez 

competente”.  
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Pero, en el caso que atañe a la presente investigación ha de ser las relacionadas 

con el CNM. el del POSTULANTE MATEO CASTAÑEDA, por renuencia 

del CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA, el TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL con sus miembros nuevos resuelve declarar nulo todo 

actuado y dejar sin efecto un nombramiento en aplicación del artículo 59 del 

CODIGO PROCESAL CONSTITUCION. 

  

 

2.2.7. El tribunal constitucional y las sentencias ampliatorias. 

 

El Tribunal Constitucionales se ha pronunciado en distintas resoluciones al 

respecto, a continuación, consideraremos algunas de ellas a efecto de tener 

una idea más clara del tema materia de estudio:  

  

Caso MATERO CASTAÑEDA:  

 

(…) La sentencia ampliatoria no ha sido objeto de una "utilización 

equívoca" en el presente caso. Al respecto, este Tribunal debe dejar en 

claro que la figura de la sustitución del órgano renuente en vía de 

ejecución de una sentencia de amparo (sea ésta de fondo o de ejecución), 

constituye una opción legal plenamente válida, dispuesta por el propio 

legislador democrático para que las sentencias dictadas por el juez 

constitucional (sea éste del Poder Judicial o de este propio Colegiado) 

sean efectivamente cumplidas. Los propios autores del Código Procesal 
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Constitucional, en su Exposición de Motivos, lo reconocen así: "la 

Comisión le concede al Juez la facultad de expedir una sentencia 

ampliatoria de contenido normativo que subsane la omisión del 

funcionario, a fin de regular la situación injusta así declarada en la 

sentencia. (Artículo 59,)" [Código -Procesal Constitucional. Estudio 

introductorio, Exposición de Motivos (Índice Analítico, Tribunal 

Constitucional / Centro de Estudios Constitucio4 a, 2008, p. 123]. - El 

Tribuno artículo 5 ha realizado una interpretación de la cláusula del 

cuarto párrafo del Código Procesal Constitucional conforme a su 

denuncia: en efecto, lo resuelto en el caso de autos tiene como 18 1 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP. N.° 00791-2014PA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL (EXP. N.° 01044-2013PA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL) LIMA MATEO GRIMALDO CASTAÑEDA 

SEGOVIA directo antecedente jurisprudencial la STRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL N.° 05780-2008 y 00104-2009PA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL (acumulados), en la que este Colegiado, en vez de 

ordenar por segunda vez que la asociación civil demandada emita un 

nuevo pronunciamiento sobre las solicitudes de incorporación de las 

demandantes, ordenó directamente a la emplazada a incorporarlas como 

asociadas activas "por no haber podido expresar en dos oportunidades 

las razones objetivas, basadas en hechos comprobados. por las que 

considera improcedentes sus incorporaciones como asociadas activas" 

(fundamento 7), El Tribunal Constitucional sí puede dictar una sentencia 

ampliatoria, y no sólo el juez (le ejecución: sobre ello, ya en anterior 
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oportunidad hemos afirmado que el único órgano que puede emitir una 

sentencia ampliatoria "es el que amparó la demanda en el proceso 

constitucional pudiendo dicha resolución ser objeto de apelación, si ello 

es jerárquicamente posible, pero en ningún caso este trámite incidental 

puede constituirse en una vía habilitante para acceder al Tribunal. 

Constitucional" (RTRIBUNAL CONSTITUCIONAL Nº 0174-2006-Q-

AA/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, fundamento 5) El Tribunal 

Constitucional dictó sentencia ampliatoria en el presente caso, en un 

escenario de última ratio: en efecto, el Tribunal se enfrentó a una 

situación extrema, debido al incumplimiento reiterado del CONSEJO 

NACIONAL DE LA MAGISTRATURA de dos sentencias de este 

Colegiado, emitidas en la presente causa: STRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL N° 04944-2011PA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL y STRIBUNAL CONSTITUCIONAL N° 01044-

2013-PAJTRIBUNAL CONSTITUCIONAL. En definitiva, por estas 

consideraciones, el Tribunal considera que la aplicación al presente caso 

del artículo 59° cuarto párrafo del Código Procesal Constitucional, si 

bien ha sido utilizada de forma excepcional y como última ratio dada la 

renuencia del órgano demandado, ha tenido como única finalidad 

efectivizar el mandato de una sentencia constitucional, y en modo alguno 

invadir competencias ajenas en las que no puede ingresar ni interferir- 
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Expediente: 174-2006-Q/TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.             

Atendiendo a:  

   

Que de conformidad con lo previsto en el tercer párrafo del artículo 

121. ° del Código Procesal Constitucional: “[...] Contra los decretos y 

autos que dicte el Tribunal sólo procede, en su caso, el recurso de 

reposición ante el propio Tribunal [...]”.  

   

Que la parte recurrente sostiene que su recurso de queja debió ser 

resuelto en aplicación del Código Procesal Constitucional, en especial, 

conforme a lo establecido por el artículo 59. ° del mismo. Manifiesta 

que el recurso de agravio constitucional procede contra las 

resoluciones denegatorias de amparo, aun cuando se trate de sentencias 

ampliatorias.  

 

A este respecto, debe tenerse presente que el cuarto párrafo del artículo 

59. ° del Código Procesal Constitucional, establece que “(...) Cuando 

el obligado a cumplir la sentencia sea un funcionario público el Juez 

puede expedir una sentencia ampliatoria que sustituya la omisión del 

funcionario y regule la situación injusta conforme al decisorio de la 

sentencia. Para efectos de una eventual impugnación, ambas sentencias 

se examinarán unitariamente (...)”.  
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Que, sin embargo, previamente debe advertirse que las sentencias 

ampliatorias sólo pueden ser expedidas en la etapa de ejecución de 

sentencia, esto es, cuando la pretensión respecto del derecho 

constitucional vulnerado ha merecido pronunciamiento favorable y se 

ha ordenado su restitución, siendo su objeto sustituir la omisión por 

parte de la entidad vencida de acatar la sentencia en sus propios 

términos.  

   

Que debe precisarse, también, que las competencias del Tribunal 

Constitucional, están contenidas en el artículo 202.2. ° de la 

Constitución, conforme a la cual, y tratándose de los procesos 

constitucionales de la libertad, el Tribunal Constitucional es 

competente para conocer en última y definitiva instancia de las 

resoluciones denegatorias emitidas en la tramitación de aquellos.  

   

Por ello, el sistema de competencias contenido en la Constitución no puede, en 

modo alguno, ser reformado a través de normas de inferior jerarquía, como es el 

caso del Código Procesal Constitucional; en todo caso, las disposiciones 

contenidas en este, deben ser interpretadas de modo concordante con la 

Constitución.  

   

Que, en consecuencia, la competencia del Tribunal Constitucional está 

claramente definida para que conozca de los asuntos litigiosos que se 

encuentren en trámite, a través de los procesos constitucionales, 
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empero, no es competente para conocer de las resoluciones estimatorias 

emitidas en ejecución de sentencia, tanto más cuanto el caso en el que 

se emitió la resolución ampliatoria, ni siquiera fue de su conocimiento, 

pues terminó con la resolución emitida en segunda instancia.  

   

De ello resulta que el único órgano que puede emitir una sentencia ampliatoria 

es el que amparó la demanda en el proceso constitucional, pudiendo dicha 

resolución ser objeto de apelación, si ello es jerárquicamente posible, pero en 

ningún caso este trámite incidental puede constituirse en una vía habilitante para 

acceder al Tribunal Constitucional. Por consiguiente, si el proceso terminó con 

sentencia fundada en primera instancia, es posible impugnar ante una segunda 

instancia, siempre que exista aquella, conforme a la organización administrativa 

del Poder Judicial.  

   

Distinto es el caso si el proceso hubiera culminado con sentencia emitida por el 

Tribunal Constitucional, pues solo el Tribunal Constitucional puede emitir una 

resolución precisando los alcances de sus propias resoluciones.  

   

Que, siendo así, este Colegiado advierte que no existen elementos que ameriten 

la revocatoria de la auto materia de cuestionamiento, ni que al expedirlo se haya 

incurrido en error u omisión susceptibles de enmienda. 
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     SUB CAPITULO III 

   SOBRE LAS SENTENCIAS AMPLIATORIAS  

 

2.2.8. Marco legal de la Sentencia Ampliatoria. 

 

El cuarto párrafo del artículo 59 del CODIGO PROCESAL 

CONSTITUCIONAL regula la figura de la sentencia ampliatoria cuya finalidad 

es que la sentencia dictada en un proceso constitucional se cumpla. Es que en el 

Perú cuando acaba un proceso constitucional de amparo con sentencia firme la 

historia aún no acaba para el reclamante. Es que la casuística reporta renuencia 

en acatar lo resuelto. El citado artículo dispone que cuando el obligado a cumplir 

la sentencia sea un funcionario público, el juez puede expedir una sentencia 

ampliatoria que sustituya la omisión del funcionario y regule la situación injusta 

conforme a la sentencia. Del texto de la norma se desprende que el supuesto de 

hecho para que el juez “amplié” su sentencia es que exista una omisión por parte 

de un funcionario público obligado a cumplir una sentencia. Esta omisión habilita 

al Juez a emitir una sentencia ampliatoria que sustituya la renuencia.  

 

La institución de la sentencia ampliatoria exige una correlación con la sentencia 

que pretende ampliar y hacer efectiva la misma que no puede ser desnaturalizada 

pues debe respetar la garantía de la cosa juzgada. Y es que la sentencia solo puede 

ser ejecutada por el juez de la demanda en sus propios términos, conforme lo 

reitera el artículo 22 del código procesal constitucional. Así por ejemplo, si el 

demandante solicita una licencia de funcionamiento a una Municipalidad para 



61 

 

poder dar inicio a las actividades de un colegio para niños con discapacidad y 

pese a que se reúnen todos los requisitos exigidos por el TUPA, la Municipalidad 

no le otorga la licencia solicitada, podría presentarse una demanda de amparo y 

si ella se declara fundada y no se acata, el juez podría sustituir tal omisión y 

conceder la licencia. Así, la sentencia ampliatoria tiene por objeto sustituir la 

omisión por parte de la entidad vencida de acatar la sentencia en sus propios 

términos.  

 

En tal sentido, en el expediente Nro.00106-2010-/PA/TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL, ante una solicitud de sentencia ampliatoria, el Tribunal 

Constitucional reiteró que dicha figura no permite incluir aspectos ajenos a la 

sentencia.  

 

(…) Que mediante resolución de fecha 18 de octubre del 2008, en su 

fundamento 542, el a quo declaro infundada la citada petición por 

estimar que no correspondía la citada petición por estimar que no 

correspondía ampliar los efectos de la sentencia que tuteló sus derechos 

fundamentales a hechos no controvertidos más aun cuando los hechos 

solicitados no constituían actos homogéneos. 

 

(…) Que, en el presente caso, se advierte que lo pretendido por el 

recurrente excede los parámetros que establece el citado artículo 59, 

toda vez que lo que pretende es la modificación de los términos 

establecidos en la sentencia de segundo grado que estimo su demanda, 
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situación que no se condice con los presupuestos procesales exigidos 

para la emisión de una sentencia ampliatoria, (…) 

  

 

2.2.9. Extralimitación de sentencia ampliatoria. 

 

 Pues esta no podrá ir más lejos de lo que dispuso la sentencia y, claramente, 

no deberá afectar a terceros, pues la controversia se encuentra delimitada en 

el petitorio, y la exigencia del derecho vulnerado.  

  

En el caso del Sr. Castañeda contra el Consejo Nacional de la Magistratura, 

se dice que se desnaturalizó esta institución. La sentencia original se refería a 

la supuesta falta de motivación y no al nombramiento de un Fiscal Supremo. 

Pero como la falta de motivación implica afectación al debido proceso y por 

tanto afectación a un derecho fundamental, en consecuencia, esta afectación a 

un derecho fundamental dio lugar a un pronunciamiento que excedía en la 

práctica lo resuelto. Al no existir motivación, se considera que el NO 

NOMBRAMIENTO ERA ILEGAL, ya que no existía razón alguna para no 

hacerlo. Pero el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, para hacer cumplir su 

fallo involucro a terceros como al Ministerio de Economía y Finanzas al que 

se pretendió obligar a crear plazas. Es decir, la sentencia ampliatoria terminó 

afectando a terceros ajenos al proceso, lo cual desnaturalizaba totalmente la 

institución. Sólo trata de garantizar el derecho a una tutela judicial efectiva 
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que comprende el derecho a que las sentencias contra el Estado sean 

cabalmente cumplidas.  

 

El grave problema del incumplimiento de las sentencias de amparo, o de su 

cumplimiento parcial o tardío, es que la derogada Ley de habeas corpus y 

amparo, no estableció un procedimiento especial para la ejecución de las 

sentencias estimatorias. Ello ha permitido que en varias ocasiones las 

sentencias que no han sido acatadas por el demandado, hayan carecido de un 

mecanismo eficaz para su ejecución. Esta renuencia trato de ser superada a 

través de ciertas modificaciones a la ley en referencia e 25398 introdujo 

algunas normas sobre el particular. Sin embargo, pese a la existencia de este 

conjunto de disposiciones, la realidad ha evidenciado el grave problema del 

incumplimiento de sentencias de amparo, especialmente de aquellas dictadas 

por el Poder Judicial contra el Estado. Así lo hizo notar la Defensoría del 

Pueblo en su Informe Defensorial: “Incumplimiento de sentencias por parte 

de la administración estatal”, aprobado por Resolución Defensorial 62-98/DP 

del 26 de octubre de 1998.  

 

Esta situación ha conducido a que los afectados hayan tenido que acudir a los 

procesos constitucionales para garantizar el cumplimiento de los fallos 

judiciales.  

 

Así por ejemplo el Tribunal Constitucional ante un caso de inejecución de una 

resolución judicial sostuvo que “el incumplimiento de lo establecido en una 
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sentencia con carácter de cosa juzgada implica la violación, lesión de un 

derecho fundamental, que este colegiado tiene la obligación de reparar con 

toda firmeza”. Incluso, el tema ha sido de conocimiento de la Comisión y 

luego de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a donde se ha 

acudido para garantizar el cumplimiento de las sentencias de amparo. Así por 

ejemplo, la Corte Interamericana en el caso “Cinco pensionistas vs. Perú”, 

sentencia del 28 de febrero de 2003, consideró que: “De todo lo anteriormente 

expuesto, este Tribunal considera que el Estado violó el artículo 25 de la 

Convención Americana en perjuicio de los señores (...), al no ejecutar las 

sentencias emitidas por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la 

Corte Suprema de Justicia del Perú, sino después de casi ocho años de 

dictadas estas”.  

 

En el Perú, lamentablemente, el problema del incumplimiento de sentencias 

de amparo, tanto del Poder Judicial como del Tribunal Constitucional subsiste.  

Ello pese a las medidas introducidas por el Código Procesal Constitucional 

para garantizar la ejecución de las sentencias de amparo. La falta de una 

remisión precisa que determine cuáles de las disposiciones del Código 

Procesal Civil eran aplicables, la escasa creatividad judicial para exigir el 

cumplimiento de sus propias sentencias, las dudas sobre la aplicación al 

proceso de amparo, pese a las facultades coercitivas previstas en el artículo 53 

del Código Procesal Civil de 1993 (multas compulsivas y progresivas e 

incluso la detención hasta por 24 horas), han permitido que en el Perú exista 

un elevado número de sentencias incumplidas.  
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El artículo 22 del Código Procesal Constitucional incorpora medidas 

coercitivas como “multas fijas o acumulativas” e incluso la posibilidad de 

iniciar procedimientos disciplinarios que conlleven la eventual destitución de 

la autoridad renuente a acatar una sentencia de amparo. En efecto, precisa el 

artículo 59 que el juez podrá disponer que la autoridad competente disponga 

la apertura de un procedimiento administrativo contra quien no acata la 

decisión judicial y contra el superior del mismo cuando ello corresponda. En 

definitiva, se ha tratado de dotar de medidas eficaces al juez para que sus 

sentencias sean acatadas. Y es que como ha sostenido el Tribunal 

Constitucional en una importante sentencia que desarrolla la ejecución de las 

sentencias constitucionales, el juez ejecutor en caso de incumplimiento dicta 

los “(…) apercibimientos necesarios para la ejecución de las sentencias (…), 

tales como la imposición de multas fijas o acumulativas, o incluso 

disponiendo la destitución del responsable de la afectación de los derechos 

fundamentales. Existe un derecho a la ejecución de las sentencias que es una 

manifestación del derecho a la tutela judicial efectiva.  

 

SUB CAPITULO IV 

EL EQUILIBRIO DE PODERES EN EL ESTADO DE DERECHO 

 

2.2.10. Nociones básicas 

Cuando en la discusión pública se plantean el cumplimiento de las leyes o el 

respeto a los derechos de los ciudadanos, no es infrecuente escuchar a unos 
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decir, y a otros negar (cada quien para sus propios fines), que nuestro país es 

un "Estado de derecho". Sin duda, la expresión tiene una connotación positiva 

y un valor simbólico innegable, que cualquier ciudadano medianamente 

informado es capaz de intuir o sospechar. Pero, ¿qué es exactamente el Estado 

de derecho? ¿Vivimos realmente en un Estado de derecho?  

 

El término de "Estado de derecho" empieza a ser utilizado por la ciencia 

jurídica y política alemana del siglo pasado para designar una relación 

específica entre la forma política llamada "Estado" y el derecho, relación que 

va más allá de un gobierno limitado que envuelve su actuación en el ropaje de 

las normas jurídicas. Lo determinante en el concepto del Estado de derecho 

no es que el Estado reglamente mediante preceptos jurídicos la vida que en él 

se desarrolla ni que limite sus fines a la realización del derecho, sino que este 

Estado eleva el derecho a condición fundamental de su existencia.  

 

En la realidad, el Estado de derecho representa la confluencia de diferentes 

principios y postulados filosófico-políticos, de variados movimientos y 

fuerzas históricos, los cuales toman cuerpo en un conjunto de estructuras e 

instituciones que apenas en tiempos recientes se reconocen como elementos 

congruentes de un "modelo": el Estado liberal occidental. 

 

2.2.11. Principios de un Estado Constitucional  

El Estado constitucional se fundamenta en dos principios básicos:  
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• El principio político-jurídico de la democracia: corresponde al pueblo, 

en cuanto titular de la soberanía, el ejercicio del Poder Constituyente.  

• El principio jurídico de la supremacía constitucional: se considera a la 

Constitución la ley suprema, que obliga tanto a los gobernantes como a 

los gobernados  

 

 

2.2.12. El poder constituyente como poder soberano 

Podemos decir que el surgimiento de la teoría del poder constituyente es la 

confluencia histórica de dos principios: el representativo y el de la soberanía 

popular, explicando con ello cómo el Estado moderno es necesariamente 

representativo.  

 

La articulación de ambos principios tuvo dos manifestaciones históricas 

diversas: la experiencia norteamericana y, la francesa.  

 

Tres son las cuestiones que en el tratamiento del poder constituyente conviene 

considerar.  

• Su definición como poder soberano.  

• Las formas en que se establece su ejercicio.  

• Su destino una vez que la constitución es aprobada. 
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El poder constituyente es inicial, autónomo e ilimitado y se caracteriza por 

su libertad total. Hoy día es pacíficamente aceptada la tesis de que el 

constituyente es un poder absoluto y total.  

 

Jurídicamente, esta independencia significa que es un poder con 

"competencia total"; que ninguna norma anterior, ni de fondo ni de forma, 

puede limitarlo, dado que, constituyendo la fuente político-jurídica del 

ordenamiento estatal, está lógicamente calificado para derogarlo o limitarlo. 

En otros términos, el poder constituyente encuentra su fundamento en sí 

mismo. Políticamente, el poder constituyente debe su autonomía al hecho 

de constituir un instrumento del pueblo soberano.  

 

 

2.2.13. Ejercicio del Poder Constituyente 

La titularidad del poder constituyente corresponde al pueblo, como 

consecuencia directa de ser el titular de la soberanía. En cuanto a la forma 

de ejercerlo existen dos grandes modelos históricos: el norteamericano y el 

francés.  

 

Surge durante la praxis política de las colonias norteamericanas, exige que 

el ejercicio del poder constituyente esté en manos directamente del pueblo. 

Para ello y siguiendo las ideas de la iglesia puritana, según las cuales la 

fundación de una determinada congregación era el resultado de un contrato 

en que se estatuían las reglas del culto, los primeros colonos 
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norteamericanos trasladaron ese esquema al ámbito político. De esa forma 

el pacto de gracia de los puritanos se transformó en un auténtico pacto 

político. De allí surgieron los "convenants", que fueron auténticos contratos 

sociales, suscritos por los colonos en nombre propio y en el de sus allegados, 

y en los que se establecían las reglas que regirían el funcionamiento de las 

Colonias. Por ello, cualquier proyecto de Constitución elaborado por una 

Convención fue siempre sometido a la ratificación ulterior de los 

"Townmeetings", es decir, al pueblo mismo reunido en Asamblea General.  

2.2.14. El destino del poder constituyente una vez aprobada la constitución 

Una vez dictada la Constitución (modelo americano), el poder constituyente 

debe desaparecer previa delegación de su poder instituyendo otros que se ha 

denominado poderes constituidos, que encuentran su legitimación y fuente 

de validez en la propia Constitución. Por ello, dentro de esta óptica el poder 

constituyente no puede proyectarse más allá de sus funciones, asumiendo 

competencias que corresponden a los poderes constituidos, ni éstos pueden 

tampoco, por su parte, usurpar las competencias que corresponden al poder 

constituyente de manera exclusiva. El problema de las diferentes clases de 

poder constituyente y sus límites está en íntima relación con un instrumento 

jurídico político de rango supremo: La constitución.  

 

2.2.15. Supremacía de la Constitución sobre los poderes constituidos  

 

El Estado de Derecho identifica el Derecho con la ley. Si bien durante la génesis de 

este tipo de Estado, se reconocía la significación jurídica de la Constitución, sin 
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embargo, no se advirtieron remedios a posibles contravenciones por parte de los 

poderes constituidos. Sólo al Parlamento, en cuanto representante de la soberanía 

popular y en el desarrollo de su función legislativa se le consideraba competente 

para la interpretación última de la Constitución. Pero siendo la naturaleza del Poder 

Legislativo eminentemente político, los conflictos de naturaleza Constitucional o 

con otros poderes habrían de resolverse por la vía política.  

  

En cambio, el Estado constitucional de Derecho eleva la Constitución desde el plano 

programático al mundo de las normas jurídicas vinculatorias y, por consiguiente, no 

sólo acoge el principio de la primacía de la ley sino que lo complementa con el 

principio de la supremacía de la Constitución sobre la ley y, por tanto, sobre todo el 

ordenamiento jurídico. Esta primacía de la Constitución sobre la ley se sustenta, en 

primer lugar, en la doctrina adoptada por Kelsen y hoy generalmente admitida según 

la cual el orden jurídico constituye un sistema jerarquizado.  

 

Todos estos actos son sucesivos grados de creación del Derecho cuyo carácter 

jurídico deriva de la Constitución y cuya validez depende de su adecuación a ella. 

Consideradas las cosas desde la perspectiva de la historia de las ideas, nos 

encontramos con una resonancia del principio escolástico de la unidad del orden, es 

decir, todo deriva de la Constitución y todo ha de legitimarse por su concordancia 

con ella, directa o indirecta.  

 

Pero la primacía de la Constitución sobre la ley no se justifica solamente por la 

división entre poder constituyente y constituido, ni por unos criterios lógicos u 
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ontológicos sobre la estructura del orden jurídico, sino que se justifica también por 

su aportación a la seguridad jurídica en un tiempo en el que los principios clásicos 

de generalidad, discusión y publicidad no tienen la significación que tenían en otro 

tiempo.  

 

2.2.16. El compartimiento de los poderes constituidos 

A lo largo de toda su historia se ha considerado como uno de los supuestos del 

Estado de Derecho la división del poder constituido entre los poderes legislativo, 

ejecutivo y judicial. El Estado Constitucional de Derecho acoge en su estructura este 

principio de división y añade tres notas esenciales:  

 

• Tiene como supuesto esencial de su existencia la división primaria y fundamental 

entre el poder constituyente y los poderes constituidos y según la cual los poderes 

constituidos no pueden invadir la esfera reservada al constituyente. Esta radical 

división de poderes, que afecta a la raíz misma del sistema constitucional, si bien 

reconocida por la teoría, carecía de garantías dado el poder fácticamente absoluto 

del Parlamento. Pero el Estado constitucional de Derecho parte del supuesto de 

que el poder constituyente no sólo fundó en su día los poderes constituidos con 

sus respectivas competencias y límites de acción, sino que los fundamenta 

permanentemente, pues la voluntad y racionalidad subjetivas del constituyente 

se objetivaron en su día en la voluntad y racionalidad objetivas de la Constitución 

y, por consiguiente, la custodia de ésta es la garantía de la custodia de la 

diferenciación entre ambos poderes.  
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• Ya hacia los años treinta del siglo pasado, Benjamin Constant postuló la 

necesidad de un cuarto poder políticamente neutral que tuviera la misión de 

mantener el equilibrio entre los tres poderes restantes y neutralizar las 

perturbaciones que pudieran producirse entre ellos, así como las posibles 

desviaciones constitucionales. A reserva de las matizaciones debidas al siglo y 

medio transcurrido desde Constant a nuestro tiempo, cabe afirmar que este cuarto 

poder que Constant investía en el monarca y que actuaba más bien con recursos 

políticos, es ahora investido funcionalmente en una jurisdicción constitucional y, 

orgánicamente, en los Tribunales constitucionales que actuando con métodos 

jurídicos, tienen a su cargo mantener el debido nivel de constitucionalidad y 

resolver los conflictos entre los poderes constitucionales del Estado.  

  

• Dentro del sistema clásico de división de poderes, el legislativo poseía un poder 

de disposición prácticamente ilimitado sobre la ley, especialmente en aquellos 

sistemas en los que no existía o ejercía un derecho de veto por parte del jefe del 

Estado. En cambio, un Estado constitucional de Derecho no admite que las 

decisiones del Parlamento sean absolutas, omnicompetentes, sino que la validez 

de tales decisiones depende de su concordancia con la Constitución.  

 

Estado democrático de Derecho significa, así, un sistema donde la 

democracia se ejerce dentro de los límites fijados por la Constitución.  

 

Aparte de la supremacía de la Constitución sobre la ley es característica del 

Estado constitucional de Derecho que todos los poderes públicos y 
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particularmente los poderes legislativos, ejecutivo y judicial estén sujetos a la 

Constitución, es decir, que actúen:  

i) Dentro de los límites de la competencia fundamental del Estado sin 

que puedan invadir la esfera de autodeterminación de las personas y 

la de autorregulación de la sociedad, y  

ii) Dentro de los límites de las competencias específicas que a cada uno 

de ellos le señala la Constitución frente a las competencias atribuidas 

a los demás órdenes constitucionales.  

 

 

2.2.17. Conflicto de competencias entre el TC y el CNM 

  

El presenta apartado es una compilación del Blog del Constitucionalista Aníbal Quiroga 

León. (12/05/2014) 

http://blog.pucp.edu.pe/blog/anibalquiroga-derechoprocesal/2014/05/12/de-poder-a-

poder-tc-vs-cnm/)  

 

Recogemos, in extenso, el referido artículo, por ilustrar con meridiana claridad y síntesis, 

los conflictos entre estos organismos constitucionalmente autónomos en el marco de las 

funciones del Consejo Nacional de la Magistratura.  

 

“Hemos sido testigos de excepción de la colosal disputa constitucional que ha 

tenido que dirimir las atribuciones del Tribunal Constitucional (TC) y del Consejo 

Nacional de la Magistratura (CNM). 

http://blog.pucp.edu.pe/blog/anibalquiroga-derechoprocesal/2014/05/12/de-poder-a-poder-tc-vs-cnm/
http://blog.pucp.edu.pe/blog/anibalquiroga-derechoprocesal/2014/05/12/de-poder-a-poder-tc-vs-cnm/
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Nadie puede negar la importancia de estas instituciones creadas por la 

Constitución. La primera tiene por finalidad compartir con la Corte Suprema de 

Justicia de la República la interpretación auténtica de la Constitución, la revisión 

de las acciones de garantía denegadas por el Poder Judicial, dirimir los conflictos 

de competencia entre los órganos del Estado y, sobre todo, derogar las leyes de la 

República cuando violen la Constitución. No es poca cosa. 

 

La segunda tiene por finalidad dotar al Poder Judicial y al Ministerio Público de 

los jueces y fiscales de la República, así como expulsar a los fiscales y magistrados 

Supremos cuando hayan cometido faltas graves y la ratificación cada 7 años de 

todos los jueces y fiscales de la Nación, sin excepción alguna, renovándoles la 

confianza ciudadana en su función o negándoselas y extrayéndolos para siempre 

del sistema jurisdiccional. Tampoco es poca cosa. 

 

¿Por qué, entonces, dos entes constitucionales de tanta importancia se trenzan en 

una disputa en la que nadie gana y todos perdemos? La verdad es que nadie lo 

explica con claridad, tejiéndose alambicadas interpretaciones, desde corruptelas 

por un lado y cálculos políticos por el otro. 

 

Quizás la interpretación más simple –y cierta- radique en la falta de comprensión 

de lo que es una facultad o potestad constitucional, en el respeto a los fueros de los 

demás que no pueden ser avasallados en beneficio propio y en el hecho de que 

mucho tiempo en un cargo que otorga poder, fuera del mandato constitucional (5 
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años), hacen del juez constitucional un ser todopoderoso que cree que todo lo puede 

y que asume, por sí y ante sí, que el Estado está subordinado a sus deseos. 

 

Bien es cierto las sentencias constitucionales deben cumplirse en sus propios 

términos; pero esa obligación no puede pasar por encima de una prerrogativa 

constitucional, ya que hay facultades que pasan por el tamiz de una legitimidad 

constitucional sobre la base de una discrecionalidad. Así, por ejemplo, el TC no 

podría ordenarle al presidente que escoja a determinada persona como ministro de 

Estado, ya que ello es prerrogativa del presidente. Tampoco podría ordenarle al 

Congreso que vote una determinada ley en un determinado sentido, ya que eso pasa 

por la decisión del Congreso y de la votación que su quórum exija. Podría anular 

una sentencia judicial, y ordenar que se la rehaga, pero no podría decirle al juez, 

aún al juez del más bajo nivel judicial, que esa sentencia sea absolutoria o 

condenatoria, ya que la Constitución defiende la labor jurisdiccional como un acto 

de conciencia del magistrado basado en la aplicación de la ley y de la propia 

Constitución. 

 

¿Por qué, entonces, el TC le puede ordenar al CNM que elija a un determinado juez 

o fiscal, basado en el sólo cuadro de méritos, cuando la Constitución y la ley dice 

que ese juez o fiscal debe recibir la confianza constitucional del CNM expresada en 

una votación de cuando menos 5 de sus 7 integrantes? En el Perú para ser juez o 

fiscal no solo se requiere pasar las examinaciones correspondientes y acceder a un 

cuadro de méritos, sino, además se debe recibir la legitimidad del CNM expresada 

en una votación de, cuando menos, 5 de sus 7 integrantes. 
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Esa es una discrecionalidad constitucional que no puede ser desconocida y que los 

fallos del TC no han desarrollado adecuadamente. Nadie podría ser fiscal o juez, 

legítimamente, si no recibe tal votación aprobatoria del CNM. ¿Podría, entonces, 

nombrarse directamente por el TC a un magistrado que ha obtenido cero votos en 

el CNM? La respuesta es negativa y sostener lo contrario sería un evidente 

despropósito. El CNM cumplió como tenía que hacerlo al someter a reiteradas 

votaciones al candidato. En ningún caso alcanzó el quórum requerido y, en la 

última ocasión, la votación fue 7-0 en contra. Eso explica, finalmente, porqué en 

este innecesario pleito de poder a poder constitucional, el TC ha tenido pronta e 

hidalgamente que recular su fallo original reconociendo el legítimo reclamo del 

CNM. 

 

Pero no todo fue malo: al meter el TC los dedos en el enchufe constitucional, el 

cortocircuito alcanzó al Congreso de la República que ha cobrado nuevos bríos 

para nombrar a los nuevos magistrados del TC. Confiemos en que lo haga pronto, 

sabiamente y sin las repartijas del pasado” 

 

 

2.2.18.  La Junta Nacional de Justicia 

 

El Pleno del Congreso aprobó por unanimidad el proyecto de reforma constitucional 

para fortalecer la composición y funciones del Consejo Nacional de la Magistratura 
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(CNM), que pasará a llamarse Junta Nacional de Justicia. Dicha reforma fue sometida 

a referéndum en diciembre del 2018. 

 

La Constitución de 1993 evitó la intervención del Poder Ejecutivo y del Congreso en 

la conformación del CNM. Dispuso que el consejo sea integrado por siete miembros 

para ocupar el cargo por un periodo de cinco años. La designación de estos consejeros 

era efectuada por la Corte Suprema, la Junta de Fiscales Supremos, las universidades 

nacionales y particulares, los colegios de abogados y los demás colegios 

profesionales. Este modelo fracasó. Fue "capturado" por personas que carecían de 

principios éticos básicos que trataron de copar el sistema de justicia con sus allegados. 

Evaluaciones y nombramientos irregulares, denuncias por corrupción, subordinación 

al poder político, entre otras razones, justificaron la remoción o destitución de sus 

integrantes, en julio de este año 2018. 

 

El nuevo texto sustitutorio, fue respaldado por 112 a favor, cero en contra, tras un 

debate de más de cinco horas. Previamente los dictámenes fueron aprobados por las 

comisiones de Justicia y Constitución del parlamento. Esta propuesta forma parte de 

los cuatro proyectos de reforma política impulsados por el presidente Martín Vizcarra. 

El proyecto de reforma constitucional plantea que el nuevo CNM, ahora Junta 

Nacional de Justicia, estará formado por siete consejeros titulares, elegidos por 

meritocracia, en un proceso a cargo de una comisión especial presidida por el 

Defensor del Pueblo. La reelección está prohibida. 
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Además, conforman dicho grupo, el titular del Poder Judicial, el fiscal de la Nación, 

el presidente del Tribunal Constitucional, el contralor y dos rectores, cada uno elegido 

en votación por los rectores de las universidades públicas y privadas licenciadas con 

más de 50 años de antigüedad. 

 

También se incluyó la propuesta original del Gobierno de otorgar un plazo de 18 

meses para que los nuevos miembros de la JNJ puedan revisar todos los 

nombramientos y ratificaciones de magistrados realizados por sus antecesores, los 

cuales fueron removidos por falta grave en medio de cuestionamientos por actos 

de corrupción.  

 

La Junta Nacional de Justicia también ratificará, con voto público y motivado, a los 

jueces y fiscales de todos los niveles cada siete años. Asimismo, ejecuta 

“conjuntamente con la Academia de la Magistratura la evaluación parcial del 

desempeño de los jueces y fiscales de todos los niveles cada tres años y seis meses”. 

“Los no ratificados o destituidos no pueden reingresar al Poder Judicial ni al 

Ministerio Público”, señala el punto 2 del artículo 154. En dicho artículo también se 

indica que la Junta Nacional de Justicia aplica “la sanción de destitución a los jueces 

de la Corte Suprema y fiscales supremos; y, de oficio o a solicitud de la Corte 

Suprema o de la Junta de Fiscales Supremos, respectivamente, a los jueces y fiscales 

de todas las instancias”. 

 

“En el caso de los jueces supremos y fiscales también será posible la aplicación de 

amonestación o suspensión de hasta ciento veinte días calendario, aplicando criterios 
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de razonabilidad y proporcionalidad”, agrega el punto 3 del artículo 154. En el 

artículo 156, sobre los requisitos para ser miembro de la JNJ, se establece, los 

postulantes deben ser mayores de 45 y menores de 75 años. 

 

Asimismo, deben ser abogados con una experiencia profesional no menor de 25 

años o ejercido la cátedra universitaria por no menos de la misma cantidad de años o 

hayan ejercido la labor de investigador en materia jurídica por no menos de 15 años. 

 

Hoy existe un vacío. Se quiere que el Congreso apruebe la ley orgánica de la JNJ que 

desarrolle el procedimiento del concurso público de méritos, así como las nuevas 

funciones asignadas. Actualmente (febrero del 2019) se desarrolla una legislatura 

extraordinaria para su aprobación. El Ministerio de Justicia ya presento un 

anteproyecto de ley Orgánica. Luego, debe convocarse el concurso para elegir a las 

integrantes de la nueva JNJ. La transparencia y la vigilancia ciudadana deben permitir 

que se privilegie el mérito y la capacidad. Ello permitirá que puedan cumplir sus 

funciones con independencia e imparcialidad.  

 

 

2.3. DEFINICIONES CONCEPTUALES. 

 

a) Autonomía  

Es la condición, el estado o la capacidad de autogobierno o de cierto grado de 

independencia que tiene una persona o entidad de establecer sus propias normas y 
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regirse por ellas a la hora de tomar decisiones. Algunos sinónimos de autonomía serían 

soberanía, autogobierno, independencia, emancipación y potestad. 

 

b) Consejo Nacional de la Magistratura 

Es un organismo constitucional autónomo de la República del Perú, que tiene como 

principal función es seleccionar, nombrar, ratificar y destituir a los magistrados (jueces 

y fiscales) del país. Es independiente y se rige por su ley orgánica.  

 

c) División de poderes 

Es un principio político en algunas formas de gobierno, en el cual los poderes 

legislativo, ejecutivo y judicial del Estado son ejercidos por órganos del gobierno 

distintos, autónomos e independientes entre sí. Esta es la cualidad fundamental que 

caracteriza a la democracia. 

 

d) Estado  

Es una organización política forzosa de origen involuntario constituido por 

instituciones burocráticas y administrativas estables, como la policía, los militares etc. 

a través de las cuales ejerce el monopolio del uso legal de la fuerza física (soberanía) 

aplicada a una población dentro de unos límites territoriales establecidos. 

 

e) Magistrados  

Los magistrados son generalmente los encargados que integran los tribunales 

superiores de justicia, como la Corte Suprema de un país. En ocasiones, se denomina 

magistrado a todo aquel juez que forma parte de un órgano colegiado o tribunal, 
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haciendo mención a un rango superior dentro de la jerarquía. En un sentido más amplio, 

también recibe ese nombre la persona que ocupa un cargo público del ámbito judicial. 

En ese sentido, los jueces reciben el nombre de magistrado. 

 

f) Sentencias 

Es la resolución judicial definitiva dictada por un juez o tribunal que pone fin a la litis 

o caso sometido a su conocimiento y cierra definitivamente su actuación en el mismo. 

La sentencia definitiva no queda firme o "ejecutoriada", hasta sea confirmada al 

finalizar todas las instancias de revisión, mediante los recursos de apelación 

establecidos en la ley de procedimientos. Para dar por concluido un caso es necesario 

que exista sentencia definitiva firme. 

 

g) Sentencias ampliatorias 

Es aquella que procede cuando existe una omisión por parte de un funcionario público, 

que se encuentra obligado a cumplir una sentencia, esta omisión habilita al Juez a emitir 

una sentencia ampliatoria que la sustituya. 

 

2.4. FORMULACIÓN DE HIPÓTESIS. 

 

2.4.1. Hipótesis General. 

 

HG: El incumplimiento de sentencias ampliatorias por el consejo nacional de la 

magistratura amparándose en su autonomía constitucional, vulnerarían 
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directamente el estado constitucional y democrático de derecho, alterando el 

balance de poderes 

 

2.4.2. Hipótesis Específicas. 

 

HE1: El Consejo Nacional de la Magistratura amparándose en su autonomía 

constitucional está obligado a cumplir absolutamente las sentencias.  

 

HE2: El cumplimiento de sentencia ampliatorias por el Consejo Nacional de la 

Magistratura en forma absoluta fortalecería estado constitucional y 

democrático de derecho y el balance de poderes. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



83 

 

CAPÍTULO III: 

METODOLOGÍA 

 

3.1. Diseño Metodológico. 

3.1.1. Tipo. 

Se trata de una investigación de tipo mixta, no experimental, de nivel 

explicativo. Se buscará comprender, como el incumplimiento de sentencias 

ampliatorias por el consejo nacional de la magistratura amparándose en su 

autonomía constitucional, vulnerarían directamente el estado constitucional y 

democrático de derecho, alterando el balance de poderes. 

 

3.1.2. Enfoque. 

El presente trabajo de investigación, tiene un enfoque epistemológico jurídico 

racionalista, porque la norma jurídica cuya aplicación consideramos como parte 

fundamental, básicamente en lo que respecta a las acciones de amparo vía sentencia 

ampliatoria, no vienen siendo aplicadas procesalmente, so pretexto de determinada 

autonomía, conllevando esto a un análisis racionalista. 

 

3.2. Población y Muestra de Estudio. 

3.2.1. Población. 

La población de estudio estará comprendida por: magistrados, profesores 

universitarios, y especialistas en temas constitucionales del Distrito Judicial de 

Huaura. El periodo de estudio abarcar desde los años 2017 al 2018. 
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Acogemos positivamente las opiniones del Jurado, a través del Dr. David 

Rojas Paico, pidiéndonos que expliquemos las forma como se ha determinado la 

muestra de 32 personas a entrevistar y que precisemos el número de magistrados, 

docenes y especialistas a entrevistar.  

 

Debemos reiterar que se trata de una población pequeña, cuyo número se ha 

determinado en 32 personas en total, para los efectos de la presente 

investigación, del siguiente modo: 

 

a) 12 magistrados. Si bien el número de fiscales es aproximadamente el doble 

de jueces, sin embargo, en atención a la exigencia de la especialidad 

constitucional, se ha estimado que mayor especialidad logran alcanzar tienen 

los jueces por la misma labor que desarrollan. Por tanto, serán 6 Jueces 

Superiores y 6 Fiscales Superiores.       

b) 10 docentes universitarios de la especialidad de Teoría del Estado en la 

universidad públicas y privadas ubicadas en el ámbito del Distrito Judicial 

de Huaura. (Huacho, Huaral y Barranca). En atención al número de 

estudiantes se ha diferenciado. 6 docenes de las universidades públicas, y 4 

docentes de las universidades privadas.  

c) 10 especialistas sobre la materia, que no siendo ni docente ni magistrado, sin 

embargo, teniendo en cuenta su presencia intelectual a través de sus 

publicaciones, ponencias, etc. Resultan ineludible analizar con sus 

opiniones, criterios y fundamentos en la presente investigación.  
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3.2.2. Muestra. 

 

En razón de la circunstancia que nuestra población de estudio es pequeña, 

cómo ya explicamos, y apoyado en la literatura especializada, particularmente en 

las recomendaciones de Pedro Morales Vallejo, citado como Fuentes de 

Información Electrónicas oportunamente, se ha tenido en cuenta lo sugerido por el 

estadista español: “En muchas ocasiones trabajamos también con poblaciones 

mucho más pequeñas; después de todo el que investiga es el que establece los 

límites de la población. Los alumnos de una universidad o de una carrera, o los 

profesores de un colegio, etc., pueden ser nuestras poblaciones. A estas 

poblaciones las denominamos poblaciones finitas y su tamaño (de manera más o 

menos exacta) lo conocemos o podemos conocer…. que cuanto la población es muy 

pequeña y el error tolerado muy pequeño, prácticamente hay que tomar a toda o 

casi toda la población. Con un error tolerado del 5% y poblaciones entre 25 y 15 

sujetos la muestra debe ser N–1 (podemos prescindir de un sujeto) y con menos de 

15 sujetos debemos incluir a toda la población (páginas 11-12 del material citado 

como fuente electrónica)  

 

Dicha muestra será representativa y es aleatoria, presentará las mismas 

características de toda la población, EL RIGOR ACADEMICO Y 

FUNDAMENTADO.  
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En la determinación del tamaño óptimo de la muestra se utilizará la fórmula 

del muestreo aleatorio simple sin reemplazo, para estimar proporciones simples 

cuando se desconoce una población con exactitud, pese a ser pequeña, pero que sin 

embargo para los fines estadístico si es posible determinar, como ciertamente ya lo 

hemos hecho, son 32 personas especializadas en materia constitucional que hemos 

entrevistados.  

 

Para ello, hemos utilizado una tabla de deducción de tamaño de muestra de 

poblaciones muy pequeñas, propuesta por el citado profesor Pedro Morales Vallejo 

que a modo de ejemplo reproducimos: 

 

Tamaño de la 

población 

error tolerado Tamaño de la 

población 

error tolerado 

N e = .05 e = .03 N e = .05 e = .03 

40 36 38 32 30 31 

39 35 38 31 29 30 

38 35 37 30 28 29 

37 34 36 29 27 28 

36 33 35 28 26 27 

35 32 34 27 25 26 

34 31 33 26 24 25 

33 30 32 25 24 24 

 

Como podrá apreciarse, siendo población 32, la muestra recomendada es de 

30 personas especializadas en materia constitucional.  
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 DISTRIBUCION DE LA MUESTRA

Magistrados Poder Judicial                                         10  

Magistrados Ministerio Público                                           10                   

Profesores Universitarios                                                     05  

Juristas especializados                                   05  

_______________________________________________________  

TOTAL                  30   

 

 

3.2.3.    Esquema de comprobación de Hipótesis  

 

• Estado de derecho en el régimen Constitucional peruano.  

• Sentencias ampliatorias dictadas por el Tribunal Constitucional ante incumplimiento 

de sus fallos y su relación con el Estado de Derecho. 

• Contraste de la autonomía del CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA y 

de la Junta Nacional de Justicia.  

• Relación entre las SENTENCIAS AMPLIATORIAS dictadas por el Tribunal 

Constitucional y la autonomía del CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTARTURA y la Junta Nacional de Justicia.   

 



88 

 

3.3. Operacionalización de Variables e Indicadores. 

 

 

 

OBJETIVOS: ¿En qué medida el incumplimiento de sentencias ampliatorias por el consejo nacional de la magistratura amparándose en su autonomía 

constitucional, vulnerarían el estado constitucional y democrático de derecho? 

VARIABLES DEFINICIÓN OPERACIONAL 
FUENTE DE 

VERIFICACIÓN 

(X) 

VARIABLE 

INDEPENDIENTE: 

Incumplimiento de sentencias 

ampliatorias por el consejo 

nacional de la magistratura  

amparándose en su autonomía 

constitucional. 

X1: incumplimiento de sentencias ampliatoria. 

Encuesta a operadores del 

derecho 

X2: sustitución de sentencias por omisión de funcionario. 

X3: regulación de la situación injusta, a través de las sentencias ampliatorias.  

X4: ejecución de sentencias ampliatorias.  

X5: autonomía constitucional del consejo nacional de la magistratura. 

X6: amparo constitucional del consejo nacional de la magistratura. 

X7: autonomía administrativa del consejo nacional de la magistratura.  

X8: autonomía para nombrar magistrados.  

X9: autonomía del CNM para revocar nombramientos de magistrados 

(Y) 

VARIABLE 

DEPENDIENTE. 

Vulneración directa del estado 

constitucional y democrático 

de derecho alterando el 

balance de poderes. 

Y1. vulneración del estado constitucional democrático de derecho   

Encuesta a operadores del 

derecho 

Y2. alteración del balance de poderes.  

Y3 supremacía de la constitución.  

Y4 solidez de la división de poderes.  

Y5 ejercicio pleno de los derechos fundamentales.  

Y6 aplicación de garantías constitucionales  

Y7 afectación del estado constitucional de derecho 
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3.4. Técnicas de Recolección de Datos. 

 

3.4.1. Técnicas a emplear. 

 

La técnica en un primer momento será la subsunción de la realidad 

problemática en aquellos principios jurídicos del Derecho Constitucional de modo 

que nos permita inferir conclusiones que las presentaremos como hipótesis al final.  

Concluiremos esta técnica con el análisis documental con instrumentos de 

recolección de datos: fichas textuales y de resumen; teniendo como fuentes libros, 

artículos de investigación y documentos respecto al tema que será investigado; y 

que usaremos para obtener datos de los dominios de las variables: conceptos básicos, 

normas, Jurisprudencia. 

 

Finalmente, realizaremos una encuesta y como instrumento un cuestionario, 

que tendrá como informantes a los Operadores Jurídicos, que aplicaremos para 

obtener los datos del dominio de las variables. 

 

3.4.2. Descripción de los Instrumentos.  

 

Los instrumentos a emplear en la presente investigación son los siguientes: 

 

a) Fichaje. 

  Para la elaboración del marco teórico, se empleó las siguientes clases de fichas: 

Bibliográficas, textuales, resumen, comentario y mixtas; elaboradas a lo largo 
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de las diversas fases de la investigación, incluso desde antes de la elaboración 

del presente proyecto de investigación. 

 

b) Cuestionario. 

  Se utiliza la técnica indirecta de la aplicación de cuestionarios innominados y 

obtención de estadísticas que se elaboraran tomando de las informaciones 

teóricas obtenidas del trabajo de campo a elaborar, conforme al cronograma 

establecido para la presente. 

 

c) Acopio Documental. 

Para la ejecución de la presente investigación se efectuará la extracción de datos, 

respecto de la hipoteca inversa en la legislación comparada. 

 

d) Bibliográficas. 

 Se utiliza para llevar a cabo la revisión y el análisis de la bibliografía relacionada 

con el tema objeto de estudio, siendo aplicable en todas las fases de la 

investigación. La información requerida fue obtenida de las Bibliotecas 

Especializadas de las Facultades de Derecho de las Universidades Locales y 

nacionales, páginas Web y de la biblioteca personal del autor. 

 

3.5. Técnicas para el procesamiento de la información. 

 

Una vez recopilado los datos, organizaremos la información correctamente, para 

lo cual emplearemos diferentes técnicas de procesamiento de datos para plasmarlos de 
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forma manual y electrónica aplicando el conocimiento estadístico y utilizando los diversos 

sistemas para la realización de los gráficos como es el software (SPSS, Word, Excel). 
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CAPÍTULO IV 

RESULTADOS 

 

En el presente capitulo se presentará la información de campo recogida. Debe 

comentarse que al momento de absolver la preguntas los juristas sobre las diversas 

cuestiones orientadas al logro de los objetivos y a la verificación de las hipótesis de 

trabajo, dichas absoluciones han estado extremadamente motivadas debido a que 

actualmente se debate en el Congreso de la Republica la aprobación de dictamen del 

proyecto de ley para la creación del Consejo Nacional de Justicia, en sustitución del ya 

desaparecido Consejo Nacional de la Magistratura. Como sabemos, se trata de una 

iniciativa legislativa obtenida por Referéndum. La comunidad jurídica espera con mucha 

expectativa la aprobación de la referida ley.  

 

De otro lado, debe advertirse que entre el cuestionario de preguntas con el que se ha 

trabajado y los resultados que vamos a presentar hay un detalle que podría ser entendida 

como un error: En el cuestionario las alternativas de respuestas son solo dos (SI o NO) 

y no tiene la opción NS (NO SE). No obstante, ello, resulta que el desarrollo de la 

entrevista el entrevistado de forma excepcional y mínima, ha respondido NO SABER. 

De modo tal que esta alternativa no considerada en el cuestionario ha sido registrada y 

presentada en los cuadros y figuras del presente capitulo. Dejamos a consideración del 

jurado las recomendaciones al respecto.   
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4.1. EN RELACION AL ESTADO DE DERECHO 

 

Primera pregunta: ¿Considera Ud., que en el sistema jurídico y político peruano se 

desarrolla dentro de un Estado Constitucional, Democrático y de Derecho?  

 

    TABLA Nro. 01  

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 27 90  

No  2 7 

NS 1 3 

Total 30 100 

  Fuente: Propio - Cuestionario  

 

 

                         

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.01 se puede apreciar que un 90% de la muestra, considera que si existe 

un verdadero estado de derecho democrático en nuestro país, además un 7% considera 

que no existe un verdadero estado de derecho, debido a que el Tribunal Constitucional 

  

  

  

  

  

  

  

  

  

           

  

  

90 %   

7 %   

% 3   

Gráfico  01  

Si No N/S  
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en muchas oportunidades emite sentencias contradictorias que no garantizan del todo el 

estado constitucional, finalmente un 3% no opina o no sabe, debido a que prefiere 

abstenerse de responder debido a que tienen muchas dudas sobre lo preguntado. 

 

TABLA Nro.02  

 ¿Ud. Cree que corresponde al TRIBUNAL CONSTITUCIONAL garantizar el 

correcto ejercicio de la autonomía de la Junta Nacional de Justicia?  

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 27 90 

No 2 7 

NS 1 3 

Total 30 100 

  Fuente: Propio - Cuestionario  

                        

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.02 se presenta la información sobre si corresponde al TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL garantizar el correcto ejercicio de la autonomía de Junta 
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Nacional de Justicia, ante Consejo Nacional de Justicia. El 90% refiere que sí, aunque 

con serios reparos, por las distintas sentencias del Tribunal Constitucional sobre la 

materia, que en muchos casos no han cubierto las expectativas, pero, sin embargo, los 

juristas especialistas consideran mayoritariamente que es el Tribunal Constitucional 

el que efectivamente debe de garantizar que este importantísimo órgano en la 

administración de justicia controle que dicha autonomía se despliegue bajo un control 

Constitucional.  

 

 

TABLA Nro.03  

   

 ¿Ud. considera que la autonomía que otorga la Constitución a la Junta Nacional de 

Justicia, antes CNM, debe de ser entendida como absoluta, como medio de 

garantizar el logro de sus fines institucionales?   

 

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 8 27 

No 22 73 

NS 0 0 

Total 30 100 
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Fuente: Propio – Cuestionario 

 

 

 

 

 

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.03 se presenta la información sobre sí la autonomía que otorga la 

Constitución a la Junta Nacional de Justicia, antes CNM, debe de ser entendida 

como absoluta, como medio de garantizar el logro de sus fines institucionales, el 

27 % refirió que sí y el 73% manifestó que no. Esta información permite colegir 

que, si el Tribunal Constitucional es el organismo máximo que debe de velar por el 

equilibrio de poderes, entonces, precisamente, no podría admitirse a ningún 

organismo constitucionalmente autónomo autonomía absoluta. Lo contrario 

expondría precisamente al riesgo de un desequilibrio de los poderes, perjudicando 

el Estado de derecho.   

TABLA Nro.04  

  

 ¿Ud. Cree que las sentencias ampliatorias, dictadas por el Tribunal Constitucional 

ante la omisión de cumplimiento de su mandato, fortalece la institucionalidad de 

Estado Constitucional?   
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Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 26 87% 

No 4 13% 

NS 0 0% 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 

 

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.04 presenta información sobre si las sentencias ampliatorias, dictadas 

por el Tribunal Constitucional ante la omisión de cumplimiento de su mandato, 

fortalece el Estado Constitucional. El 87% refiere que se fortalece, particularmente 

frente a vulneraciones de derechos fundamentales, el Tribunal Constitucional, vía 

sentencias ampliatoria procura subsanar el error. En tal sentido un 13% considera que 

no, debido a que el Tribunal Constitucional en diferentes oportunidades ha emitido 

sentencias ampliatorias invadiendo competencias o sustituyendo competencias.    

 

 

  

  
FUENTE: Tabla Nro.04   

87 %   

13 %   

Gráfico 04 
  

Si No  
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TABLA Nro.05  

  

¿Considera que el incumplimiento de sentencias ampliatorias por parte del Consejo 

Nacional de la Magistratura, amparándose en su autonomía constitucional, afecta el 

estado constitucional y democrático de derecho?    

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 29 97% 

No 1 3% 

NS 0 0% 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.05 se presenta la información sobre el incumplimiento de sentencias 

ampliatorias por parte del fenecido Consejo Nacional de la Magistratura, 

amparándose en su autonomía constitucional, ha afectado el estado constitucional y 

  

FUENTE: Tabla Nro.05   

97 %   

3 %   

Gráfico 05 
  

Si No  
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democrático de derecho. Al respecto el 97% establece que al no cumplirse las 

sentencias emitidas por parte de los juzgados se justifica la aplicación de una 

sentencia ampliatoria, siendo esta la vía idónea. Mientras que el 3 % ha estimado que 

la autonomía de dicho órgano no habría sido afectada. En tal sentido 

mayoritariamente se considera que no se afecta el estado constitucional.   

 

 

TABLA Nro.06  

  

¿Considera Ud., que la Junta Nacional de Justicia, de reciente creación en reemplazo 

del CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA debiera de mantener su 

autonomía por encima de lo ordenado por el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, ante 

controversias por supuesta afectación de un derecho fundamental, para fortalecer su 

institucionalidad conferida por la Constitución Política del Perú?   

 

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 2 7 % 

No 28 93 % 

NS 0 0 % 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 
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INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.06 se presenta la información sobre si la Junta Nacional de Justicia, 

de reciente creación en reemplazo del CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA debiera de mantener su autonomía por encima de lo ordenado por 

el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, ante controversias por supuesta afectación de 

un derecho fundamental, para fortalecer su institucionalidad conferida por la 

Constitución Política del Perú. Al respecto el 93% dice que no, el Tribunal 

Constitucional debe de velar por las garantías constitucionales, máxime aun si se trata 

de la vulneración de un derecho fundamental. Pero el 7% piensan que su autonomía 

estaría siendo afectada. En definitiva, el cumplimiento y reconocimiento de un 

derecho fundamental, conlleva a establecer que el respeto a los derechos 

fundamentales tiene como órgano de garantía al TRIBUNAL CONSITUCIONAL.  

 

 

 

 

   

  
FUENTE: Tabla Nro.06   

7 %   

93 %   

Gráfico Tabla 06 
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TABLA Nro. 07  

¿La inaplicación de las sentencias ampliatorias por parte de un juez vulneran el estado 

constitucional de derecho peruano?  

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 28 93 % 

No 2 7 % 

NS 0  0 % 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 

            

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.07 se presenta la información sobre si la inaplicación de las sentencias 

ampliatorias por parte de un juez vulnera el estado constitucional de derecho peruano, 

considerándose un rotundo SI del 93%, se certifica una vez más que las sentencias 

ampliatorias son la vía idónea para garantizar el estado constitucional de derecho. En 

sentido contrario solo el 7% manifiesta que la inaplicación de la sentencia no vulnera 

el estado de derecho constitucional como en ha ocurrido en varios casos. 

Fuente: Cuestionario anexado.   

  

FUENTE: Tabla Nro.07    

93 %   

7 %   

Gráfico 07 
  

Si NO  
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TABLA Nro. 08  

¿Ud. considera que el cumplimiento de sentencia ampliatorias por la Junta Nacional 

de Justicia, en sustitución del Consejo Nacional de la Magistratura, fortalecerían el 

equilibrio de poderes?  

 

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 29  97 % 

No 1  3 % 

NS 0  0 % 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.08 se presenta la información sobre si el cumplimiento de sentencia 

ampliatorias por la Junta Nacional de Justicia, en sustitución del Consejo Nacional 

  

FUENTE: Tabla   Número 08.   

97 %   

3 %   

Gráfico 08 
  

Si No  
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de la Magistratura, fortalecerían el equilibrio de poderes. Un 97% manifiesta que 

es la mejor manera de asegurar un verdadero reconocimiento de estados, mientras 

que un 3% considera lo contrario, siempre apegado a la autonomía de la Junta 

Nacional de Justicia, ahora CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA, 

así como a las distintas resoluciones que emite el Tribunal constitucional, que pese 

a que en muchos casos han sido contradictorias para fortalecer el Estado 

Constitucional.  

TABLA Nro.09  

¿Considera Ud., que el TRIBUNAL CONSTITUCONAL debe hacer cumplir sus 

mandatos ante cualquier organismo constitucionalmente autónomo ante la 

vulneración de un derecho fundamental a fin de materializar su efectividad?  

  

Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 28  93 % 

No 2  7 % 

NS 0  0 % 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 
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INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.09 se presenta la información sobre si el TRIBUNAL 

CONSTITUCONAL debe hacer cumplir sus mandatos ante cualquier organismo 

constitucionalmente autónomo ante la vulneración de un derecho fundamental a fin de 

materializar su efectividad. La respuesta es un contundente 93% frente a un 7%, esto 

implica que el organismo elegido para esta tarea de reconocer derechos fundamentales, 

así como para garantizar esto es el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, más allá de la 

autonomía constitucionalmente reconocida a cualquier organismo público.    

 

TABLA Nro.10  

 

¿Ud. Considera que el Consejo Nacional de la Magistratura, entendida en su 

autonomía constitucional está obligado a cumplir las sentencias ampliatorias 

dictada por el Tribunal Constitucional?  

  

  

FUENTE: Tabla Nro.09   
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7 %   
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Respuesta Cantidad  Peso % 

Si 28  93 % 

No 2  7 % 

NS 0  0 % 

Total 30 100% 

    Fuente: Propio – Cuestionario 

 

 

INTERPRETACION:  

En la tabla Nro.10, el 93% considera que es obligación de la Junta Nacional de 

Justicia, hacer cumplir sus sentencias ampliatorias para garantizar el estado de 

derecho, mientras que el 7% cree que no, que en tal caso estaría afectando la 

autonomía constitucional de la JNJ. 

 

 

 

 

 

Fuente: Cuestionario anexado.   

  

FUENTE: Tabla Nro.10   

93 %   

7 %   

  Gráfico 10 
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4.2. CONPROBACION DE HIPOTESIS   

 

a) H. P: “El incumplimiento de sentencias ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el Consejo Nacional de la Magistratura amparándose en su 

autonomía constitucional, vulnero el estado constitucional y democrático de 

derecho, alterando el equilibrio de poderes Públicos”.  

 

Para la comprobación de esta hipótesis se han analizado, desde la teoría, en el 

capítulo denominado “bases teóricas”. Allí, se han escudriñado las más 

importantes teorías sobre la autonomía de los órganos constituidos, división de 

poderes, equilibrio de poderes, funcionamiento del sistema constitucional, su 

estructura y funcionamiento del fenecido CONSEJO NACIONAL DE LA 

MAGISTRATURA. Merece hacer referencia que también se ha contrastado los 

mismos componentes contenidos en el proyecto de ley orgánica de la Junta 

Nacional de Justicia. Por el lado de comprobación empírica, esta ha sido 

comprobada con los resultados de las tablas 3, 5, 6, 10. Se demuestra que la mayor 

parte de los encuestado (juristas de especialidad constitucional) consideran que 

tanto el fenecido organismo como el que va a crearse en los días siguientes está 

obligado a cumplir con las sentencias ampliatorias que emita el juez 

constitucional en los supuestos de vulneración de Derechos fundamentales 

relacionados a los procesos de Ratificación, ascenso a nombramientos de 

magistrados.  
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Asimismo, contrastamos los resultados obtenidos con el respectivo objetivo 

principal de nuestro plan de tesis. “Establecer en qué medida el incumplimiento 

de sentencias ampliatorias del Tribunal Constitucional por el consejo nacional 

de la magistratura amparándose en su autonomía constitucional, vulnero el 

estado constitucional y democrático de derecho”.  

 

Así, se ha COMPROBADO el planteamiento hipotético inicial que el CONSEJO 

NACIONAL DE LA MAGISTRATURA y ahora la Junta Nacional de Justicia, 

está obligado al cumplimiento irrestricto de las sentencias ampliatorias que al 

respecto pueda dictar el Tribunal Constitucional en la eventualidad de 

afectaciones de Derechos fundamentales en los procesos de Selección, ascenso y 

nombramiento de magistrados. De esta manera se fortalece el balance y/o 

equilibrio de poderes.  

 

 

b) H.E.1: “El Consejo Nacional de Justicia en el marco de su autonomía 

constitucional no está exento de la competencia del Tribunal Constitucional”. 

 

Para la comprobación de esta primera hipótesis especifica se han utilizado teorías 

sobre tipología de sentencias constitucionales, dentro del cual se encuentra la 

sentencia ampliatoria. En el plano empírico las tablas 1, 2, 4, 7, 8, 9 han 

comprobado que las sentencias ampliatorias cumplidas nos conducen 

directamente al fortaleciendo del estado constitucional y democrático de derecho, 
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y no afecta la autonomía Constitucional del Consejo Nacional de la Magistratura, 

como tampoco afectaría a la Junta Nacional de Justicia.  

 

 

4.3. DISCUSION DE RESULTADOS:  

 

Si bien la información recogida a través de las encuestas ha permitido alcanzar 

el objetivo principal de la presente investigación, sin embargo, durante el trabajo 

de campo se ha deslizado determinada discusión. Algunos encuestados tenían la 

plena seguridad que el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL es el máximo organismo 

que interpreta la constitución, pero también dejaban entrever cierta renuencia de 

otorgarle al Tribunal pertinencia a partir su intervención en determinados casos. 

Los encuestados refirieren que el máximo organismo Constitucional en muchos 

casos habría tergiversado su competencia como garante del respecto a los derechos 

fundamentales con lo que es propio como competencia del Consejo Nacional de la 

Magistratura en materia de Nombramiento, Ratificación, y ascenso de magistrados. 

Esa apreciación nos obligó a procesar con mayor celo las respuestas del 

cuestionario a efecto de poder llegar a un verdadero diagnóstico del trabajo de 

investigación.  
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                                        CAPITULO V 

                                CONCLUSIONES Y SUGERENCIAS 

   

5.1. CONCLUSIONES   

 

PRIMERA: El incumplimiento de sentencias ampliatorias dictadas por el Tribunal 

Constitucional en supuestos de vulneración a derechos fundamentales en los procesos 

de Ratificación, Acenso y Nombramiento a la magistratura, incumplidas por parte del 

CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA, invocando su autonomía 

constitucional, vulneran el carácter de Estado Constitucional, Democrático, y de 

derecho alterando el equilibrio de los poderes del Estado.  Bajo este mismo 

fundamento, el criterio expuesto se hace extensivo a la Junta Nacional de Justicia, en 

proceso de implementación actualmente.  

  

SEGUNDA: Que el CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA   está 

obligado a cumplir absolutamente las sentencias ampliatorias, puesto que el 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL es la institución que se encarga de velar por el 

reconocimiento de los derechos, así como el del estado de derecho constitucional, lo 

que en definitiva permite un verdadero equilibrio de poderes, necesario e 

indispensable para el fortalecimiento de nuestro sistema democrático.  

  

TERCERA: El cumplimiento de sentencia ampliatorias por el CONSEJO 

NACIONAL DE LA MAGISTRATURA, y ahora por la Junta Nacional de Justicia, 

fortalece el Estado constitucional, Democrático y de Derecho y el balance de poderes, 
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proscribiendo el uso de la autonomía Constitucional a fines distintos que no sean 

garantizar derechos fundamentales de quienes en el ámbito de sus funciones.  

  

CUARTA: Las sentencias ampliatorias se convierten en el instrumento normativo 

procesal más importante en los procesos de garantías constitucionales, las que, en 

definitiva, en vía de sustitución, pueden reponer derechos fundamentales afectados, 

aun si ello se diera en el contexto de un organismo constitucionalmente autónomo.  

 

5.2. SUGERENCIAS  

 

PRIMERA: Las normas hay que cumplirlas, sobre todo considerando si las mismas 

han sido dadas dentro del marco constitucional, sin embargo, al considerarse que el 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL es el organismo máximo de interpretación de la 

constitución, no puede existir institución alguna con autonomía que se pueda 

contraponer a ello, por eso es indispensable que frente a la flagrancia o 

desconocimiento de un derecho el TRIBUNAL CONSTITUCIONAL tenga la 

potestad irrestricta, esto es sin limitaciones a resolver y ejecutar sentencias , 

sustituyendo al renuente a efecto de reconocer derechos.  

  

SEGUNDA: La supremacía constitucional permite resolver asuntos que van en 

contra de derechos fundamentales y garantiza el estado de derecho, lo cual deben de 

ser aplicado en estricto, sin permitir un nuevo análisis vía REPOSICION o 

NULIDAD, de lo contrario el análisis y sustento de la resolución siempre dejaría una 
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puerta abierta, entrando a un círculo viciado insano para la constitucionalidad de las 

garantías.  

  

TERCERA: El incumplimiento de las sentencias ampliatorias en definitiva debe de 

sancionarse con destitución, porque más allá del principio de contradicción y del 

debido proceso, una sentencia ampliatoria es una sentencia conminatoria y frente a 

ello no se puede ni debe de permitir incumplimientos, claro está sin requerirse hechos 

y situaciones no planteadas o fuera del contexto del caso.  

 

CUARTA: Que la hoy Junta Nacional de Justicia tenga en cuenta las sentencias 

emitidas por el Tribunal Constitucional respecto al tema de ratificación y ascenso de 

magistrados y que cumpla con lo señalado en ellas.  
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ANEXO 1: Matriz De Consistencia 

 “DEL CONSEJO NACIONAL DE LA MAGISTRATURA A LA JUNTA NACIONAL DE JUSTICIA A PROPOSITO DE LAS SENTENCIAS 

AMPLIATORIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EN EL NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADOS. DISTRITO JUDICIAL DE 

HUAURA 2017-2018” 

PROBLEMAS OBJETIVOS JUSTIFICACION HIPOTESIS VARIABLES  METODOLOGÍA 

 

Problema Principal 

 

¿En qué medida el 

incumplimiento de sentencias 

ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el consejo 

nacional de la magistratura 

invocando su autonomía 

constitucional, vulnero el estado 

constitucional y democrático de 

derecho? 

 

Objetivo Principal 

 

 Establecer en qué medida el 

incumplimiento de sentencias 

ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el consejo 

nacional de la magistratura 

amparándose en su autonomía 

constitucional, vulnero el 

estado constitucional y 

democrático de derecho. 

 

el presente trabajo se 

justifica en aras de la 

constitucionalidad del 

estado, quien garantiza el 

cumplimiento y 

reconocimiento de los 

derechos fundamentales y 

estos no se vean 

vulnerados por la 

inaplicación del artículo 59 

del código procesal 

constitucional, quien 

determina que la sentencia 

ampliatoria en vía de 

sustitución es la única vía 

para poder garantizar lo 

antes referido, pero que 

lamentablemente en la 

actualidad no se da, 

debiéndose determinar que 

cualquier vulneración de 

un derecho fundamental 

está por encima de 

cualquier supuesta 

intromisión institucional, 

máxime si es que la norma 

procesal constitucional lo 

permite y no se cumple. 

 

Hipótesis Principal 

 

El incumplimiento de sentencias 

ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el consejo 

nacional de la magistratura 

amparándose en su autonomía 

constitucional, vulnero el estado 

constitucional y democrático de 

derecho, alterando el balance de 

poderes 

 

 

 

(X) 

Variable 

Independiente: 

Sentencias 

ampliatorias del 

Tribunal 

Constitucional en 

materia de 

competencia del 

consejo nacional de 

la magistratura   

 

(Y) 

Variable 

Dependiente. 

Vulneración directa 

del estado 

constitucional y 

democrático de 

derecho alterando el 

balance de poderes. 

 

 

Diseño Metodológico 

 

Tipo: No 

experimental, de nivel 

explicativa.  

 

Enfoque: enfoque 

epistemológico 

jurídico racionalista  

 

Población y Muestra: 

Operadores del 

Derecho. Muestra: 30. 

 

Instrumentos:  

- Cuestionario 

- Análisis de 

documento 

- Ficha de análisis de      

documento. 

 

 

 

Problema Específico 

 

¿En qué medida el acatamiento a 

sentencias ampliatorias del 

Tribunal Constitucional por el 

Consejo Nacional de justicia 

fortalecería el estado 

constitucional y democrático de 

derecho y el balance de poderes? 

  

¿En qué medida el Consejo 

Nacional de Justicia está 

obligado a cumplir las 

sentencias ampliatorias? 

 

Objetivos Específicos 

 

Determinar en qué medida el 

acatamiento a sentencias 

ampliatorias del Tribunal 

Constitucional por el Consejo 

Nacional de Justicia 

fortalecería el estado 

constitucional y democrático 

de derecho y el balance de 

poderes 

 

Determinar en qué medida el 

cumplimiento de sentencia 

ampliatorias por el consejo 

nacional de justicia 

fortalecería el estado 

constitucional y democrático 

de derecho y el balance de 

poderes. 

 

Hipótesis Específicas 

 

El Consejo Nacional de Justicia 

en el marco de su autonomía 

constitucional no está exento de 

la competencia del Tribunal 

Constitucional.  

 

 

El cumplimiento de sentencia 

ampliatorias por el Consejo 

Nacional de Justicia fortalecería 

estado constitucional y 

democrático de derecho y el 

balance de poderes. 
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ANEXO 2: Cuestionario Aplicado a los Operadores Jurídicos 

 

 

UNIVERSIDAD NACIONAL “JOSÉ FAUSTINO SÁNCHEZ CARRIÓN” 

FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLITICAS 

     

     CUESTIONARIO  

 

Buenos Días Estimado (a), espero su colaboración respondiendo con responsabilidad y 

honestidad, el presente cuestionario. Se agradece no dejar ninguna pregunta sin 

contestar. 

 

La información que nos proporcione será de mucha importancia en la Tesis a mi cargo 

para la obtención del título de abogado en esta casa de estudios.  

 

Instrucciones: Las preguntas han sido diseñada para una respuesta objetiva (Si o No) y 

la fundamentación de la misma. Lea cuidadosamente las preguntas y marque con un aspa 

(x) su respuesta y escriba su fundamentación personal en la línea punteada.  

 

ITEMS 

 

1. ¿Considera Ud., que en nuestro país se ejerce un verdadero estado constitucional y 

democrático?         

 

 

 

2. ¿Cree Ud., que es el Tribunal Constitucional es el organismo que debe de garantizar 

el estado democrático, estado de derecho y el balance de poderes?   

  

 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 
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3. ¿Considera Ud., que la autonomía que otorga la constitución a los organismos 

constituidos debe de ser absoluta, para garantizar su institucionalidad?    

 

 

 

4. ¿Cree Ud., que las sentencias ampliatorias, fortalecen el estado constitucional        

peruano al sustituir la omisión del cumplimiento de una resolución que regula la 

situación injusta?   

 

 

 

5. ¿Cree Ud., que el incumplimiento de sentencias ampliatorias consejo nacional   de 

la magistratura amparándose en su autonomía constitucional, vulnerarían el estado 

constitucional y democrático de derecho?   

 

 

 

6. ¿Considera Ud., que el Consejo Nacional De La Magistratura debiera de mantener 

su autonomía por encima de lo ordenado por el Tribunal Constitucional, frente a la 

vulneración de un derecho fundamental, a fin de mantener su institucionalidad 

conferida por la Constitución Política del Perú?    

 

 

 

7. ¿La inaplicación de las sentencias ampliatorias vulneran el estado constitucional de 

derecho peruano?  

 

 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 
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8. ¿Considera Ud., que el cumplimiento de sentencia ampliatorias por el consejo 

nacional de la magistratura fortalecería el estado constitucional y democrático de 

derecho y el balance de poderes?  

 

 

 

9. ¿Considera Ud., que el Tribunal Constitucional debería de ir más allá de cualquier 

autonomía constitucional en salvaguarda de la vulneración de derechos 

constitucional a fin de garantizar estos?  

 

 

 

10. ¿Considera Ud., que el Consejo Nacional de la Magistratura a pesar de su autonomía 

constitucional está obligado a cumplir las sentencias ampliatorias?  

 

 

 

 

GRACIAS. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 

 

SI  (     ) 

NO  (     ) 
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ANEXO 3: Ley de Reforma Constitucional sobre la Conformación y funciones de 

la Junta Nacional de Justicia 
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ANEXO 4: Sentencia del Tribunal Constitucional  

EXP. N° 08495-2006-PA/TC 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

126 

 

 



 

127 

 

 



 

128 

 

 



 

129 

 

 



 

130 

 

 



 

131 

 

 



 

132 

 

 



 

133 

 

 



 

134 

 

 



 

135 

 

 



 

136 

 

 



 

137 

 

 



 

138 

 

 



 

139 

 

 



 

140 

 

 



 

141 

 

 



 

142 

 

 



 

143 

 

 



 

144 

 

 



 

145 

 

 



 

146 

 

 



 

147 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ANEXO 5: Sentencia del Tribunal Constitución  

EXP. N° 01034-2013-PA/TC 
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ANEXO 6: Sentencia del Tribunal Constitucional  

EXP. N° 00776-2014-PA/TC 
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